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Las opiniones expresadas en las publicaciones de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) corresponden a los autores y no reflejan 
necesariamente las de la OIM. Las denominaciones empleadas en esta publicación y la forma en que aparecen presentados los datos que contiene no implican, 
juicio alguno por parte de la OIM sobre la condición jurídica de ningun país, territorio, ciudad o zona citados, o de sus autoridades, ni respecto del trazado de 
sus fronteras o límites.

La OIM está consagrada al principio de que la migración en forma ordenada y en condiciones humanas beneficia a los migrantes y a la sociedad. En su calidad 
de organismo intergubernamental, la OIM trabaja con sus asociados de la comunidad internacional para: ayudar a encarar los crecientes desafíos que plantea la 
gestión de la migración; fomentar la comprensión de las cuestiones migratorias; alentar el desarrollo social y económico a través de la migración; y velar por el 
respeto de la dignidad humana y el bienestar de los migrantes.

Esta publicación fue posible gracias al apoyo de Protección Civil y Operaciones de Ayuda Humanitaria de la Unión Europea (ECHO).

Foto de portada: OIM Perú / Atención en PAO en Máncora, abril 2022, Máncora, Piura, Perú.
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ABREVIATURAS

ACNUR - Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 

CAN – Comunidad Andina

CESCR - Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

ONU - Naciones Unidas

DTM - Matriz de Seguimiento del Desplazamiento

ICCPR – Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

ICESCR - Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

ICRMW – Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares

IOM - Organización Internacional para las Migraciones

LGBTI+ - Lesbianas, Gays, Bisexuales, Transexuales, Intersexuales 

MERCOSUR - Mercado Común del Sur

MHPSS – Salud Mental y Apoyo Psicosocial

OMS - Organización Mundial de la Salud 

OPS - Organización Panamericana de la Salud

PASB - Oficina Sanitaria Panamericana

R4V - Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes de Venezuela

RMRP - Plan de Respuesta para Refugiados y Migrantes de Venezuela

RSI - Reglamento Sanitario Internacional 
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PRÓLOGO

El flujo de personas entre los países de América Latina y el 
Caribe data de mucho tiempo atrás; los países se convierten en 
nuevos hogares, se forman nuevas comunidades y se establecen 
nuevas dinámicas. La diáspora venezolana, sin embargo, fue el 
desplazamiento más importante en la historia de la región.

De esta forma, se planteó un gran desafío a los países de la 
región: ¿Cómo albergar a esta inmensa población en tránsito de 
manera permanente y en un corto espacio de tiempo? ¿Cómo 
podrían las ciudades convertirse en suelos fértiles para recibir 
nuevos sueños mientras trabajan sus difíciles demandas internas?

La magnitud del desafío adquirió una capa aún más compleja 
en 2020 con el advenimiento de la pandemia de COVID-19. 
Ahora, a la crisis sanitaria mundial se sumó la situación migratoria 
regional.

La respuesta al intenso flujo de migrantes y refugiados venezolanos 
es única en cada país de América Latina y el Caribe. Sin embargo, 
un elemento que debe ser uniforme, como universal e inalienable, 
es la garantía de los derechos humanos para todos sin distinción; 
garantía aún más urgente cuando se trata de personas en flujo 
migratorio, en las que las personas dejan historias atrás en busca 
de una mejor calidad de vida. Es deber del Estado moderno 
garantizar a todos, migrantes, refugiados y apátridas, derechos 
mínimos, como una vida digna y la salud.

El derecho a la salud, al igual que otros derechos sociales, tiene 
un carácter positivo y requiere, para su plena garantía, que 
el Estado formule políticas públicas que prevean beneficios 
materiales. Este derecho ganó nuevos contornos con la 
llegada de una pandemia, cuyo vector no conoce las fronteras 
territoriales de un país ni los límites legales de un ordenamiento 
jurídico nacional.

Se ha vuelto imperativo crear nuevas leyes y formular políticas 
públicas robustas que abarquen a las personas migrantes y 
refugiadas dondequiera que se encuentren, asegurando que el 
flujo migratorio sea más ordenado y que el derecho fundamental 
a la salud se convierta en un pilar fundamental en este proceso.

Migración y salud son temas que comunican y la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM) trabaja para garantizar 
una migración segura, ordenada y regular sin dejar de lado la 
importancia del desarrollo local y la interdisciplinariedad de 
estos derechos. Así, la Oficina Especial para la Respuesta a 
Venezuela (OSE) trabaja articulando países, organizaciones de 
la sociedad civil y el sector privado, con el fin de acercar a las 
personas migrantes y refugiadas venezolanas a la comunidad de 
acogida, fortaleciendo sus vínculos. Asimismo, la Organización 
Panamericana de la Salud (OPS/OMS) considera que fortalecer 
los respectivos sistemas de salud, abarcando la atención a la 

comunidad local de acogida, es clave para promover la salud 
y la calidad de vida de las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas.

En ese sentido, reconocemos y aplaudimos el esfuerzo 
conjunto de los países de la región en la articulación del Proceso 
de Quito, orientado a la recepción de personas migrantes 
y refugiadas venezolanas. Desde 2018, los trece países del 
Proceso de Quito han formulado sus respectivas políticas 
públicas en articulación entre sí y establecido acuerdos de 
cooperación, buscando aprender juntos. El diálogo entre estos 
países a través de una carta de compromiso no vinculante no 
tiene precedentes en el mundo.

También reconocemos el trabajo excepcional de las agencias 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) que brindan 
asistencia técnica a los países y, en particular, el trabajo realizado 
por la Secretaría Técnica del Proceso de Quito a través de la 
OIM y el Alto Comisionado para los Refugiados (ACNUR).

Este estudio, desarrollado en alianza entre la OIM y la OPS/
OMS, tiene como objetivo identificar y analizar el acceso de las 
personas refugiadas y migrantes venezolanas a los servicios de 
salud ofrecidos por los países miembros del Proceso de Quito 
en dos momentos separados: antes y después del inicio de la 
pandemia de COVID-19.

Por contribuir con este proyecto, agradecemos a los puntos 
focales del Proceso de Quito y sus respectivos Ministerios de 
Salud. También agradecemos a los puntos focales de salud de 
la OIM en los países de la región quienes complementan el 
estudio con su valioso conocimiento de la salud local.

Felicitamos a Brasil por la Presidencia Pro Tempore del Proceso 
de Quito, durante la elaboración de este estudio, por su 
liderazgo en el área de la salud en la región y por abrir puertas 
al diálogo regional sobre este tema. Finalmente, agradecemos a 
la OIM Brasil por desarrollar este estudio y a ECHO (European 
Civil Protection and Humanitarian Aid Operations) por apoyar 
este estudio.

Esperamos que este estudio traiga reflexiones sobre la necesidad 
de ampliar el derecho a la salud de las personas migrantes y 
refugiadas más allá del contexto histórico en el que vivimos.

Diego Beltrand
Enviado Especial del Director General de la OIM
para la Respuesta Regional a la Situación de Venezuela
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RESUMEN EJECUTIVO

El desplazamiento de población venezolana es el mayor 
en la historia de la región. Más de 6 millones de personas 
migrantes y refugiadas de Venezuela han salido del país en 
busca de alimentos, trabajo y mejores condiciones de vida. 
Los países de América Latina y el Caribe están entre los 
destinos más solicitados por las personas venezolanas en 
un continuo flujo migratorio mixto. En 2018, trece países se 
reunieron para intercambiar información sobre la situación 
en cada país y articular una estrategia regional para abordar 
el desplazamiento de migrantes y refugiados venezolanos, 
creando el Proceso de Quito. El Proceso de Quito fue 
concebido para funcionar como mesa de diálogo entre 
los países destinada a mejorar las políticas y mecanismos 
para las personas migrantes y refugiadas venezolanas en 
los países de acogida, fortalecer la cooperación financiera 
internacional y generar una articulación institucional entre 
los países miembros. 

Garantizar el derecho a la salud de las personas migrantes 
y refugiadas es parte esencial de las políticas migratorias, 
como un derecho humano indivisible. Sin embargo, la 
mayoría de los países de América Latina y el Caribe tienen 
dificultades para ofrecer una amplia cobertura de salud a 
su población, debido a que los sistemas de salud suelen 
estar sobrecargados como para incluir los flujos migratorios 
mixtos masivos.

En el año 2020, la capacidad de los sistemas de salud de 
la región (y a nivel global) se vio desafiada al extremo con 
la pandemia de COVID-19. Las fronteras se cerraron 
oficialmente entre los países, pero la migración irregular 
continuó. Las personas migrantes y refugiadas pueden estar 
más vulnerables y enfrentarse a riesgos para su salud debido 
al contexto de desplazamiento, la pandemia abrió amplias 
disparidades incluso en lo que respecta al derecho a la 
salud de las personas migrantes y refugiadas, y desafió a los 
países a responder dentro de sus limitaciones. La afluencia 
de personas venezolanas a los países instó a debatir sobre 
cómo atender las necesidades de protección y a facilitar la 
regularización de la población migrante y refugiada al mismo 
tiempo que se abordaba la pandemia.

Cada uno de los trece estados miembros del Proceso 
de Quito afrontó simultáneamente las dos tareas más 
graves: la crisis sanitaria y la diáspora venezolana. En este 
contexto, la OIM elaboró el presente estudio sobre el 
acceso a los servicios de salud de las personas migrantes y 
refugiadas venezolanas durante la pandemia de COVID-19 
en los estados miembros del Proceso de Quito. Los trece 
estados miembros del Proceso de Quito fueron invitados 
a responder un cuestionario en línea sobre el acceso a los 

servicios de salud para las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas en cada país, de los cuales diez respondieron. 

Basándose en las respuestas al cuestionario, es posible 
observar que antes de la pandemia, el acceso a los servicios 
de salud para las personas migrantes y refugiadas de 
Venezuela seguía una tendencia similar en toda la región; 
garantizando el acceso a la atención de emergencia y a la 
vacunación, independientemente del estatus migratorio. 
Se logró observar, a través de las respuestas de los países, 
que la mayoría de los estados de la región incluyeron a 
las personas migrantes, refugiadas y solicitantes de asilo, 
independientemente de su condición migratoria, en sus 
estrategias de salud, incluyendo la atención de emergencia, 
primaria, especializada y de alta complejidad. De igual forma, 
se incluye su acceso a los servicios de salud mental y apoyo 
psicosocial, a la vacunación y a las estrategias de salud sexual 
y reproductiva. En numerosos países, estos servicios son 
gratuitos para todos, tanto para la población de acogida 
como para la de migrantes y refugiados. Es importante 
destacar que todos los países encuestados declararon 
que se puede acceder a la atención de emergencia 
independientemente de la condición migratoria y la mayoría 
de los países se comprometen a la atención primaria de 
salud universal, que son pasos esenciales para proteger los 
derechos humanos y garantizar el derecho a la salud.

Por otro lado, el acceso a la atención primaria, secundaria 
y terciaria en algunos países depende de la filiación al 
seguro médico. La mayoría de las personas migrantes, 
principalmente quienes están en situación irregular, y 
solicitantes de asilo con frecuencia carecen de seguro 
debido a la falta de documentos o de conocimiento de 
los sistemas de salud locales. En este caso, las personas 
migrantes y refugiadas pueden depender en gran medida 
de la atención de emergencia, lo que puede saturar y añadir 
una carga a las unidades sanitarias locales. Por tanto, las 
estrategias de prevención siguen siendo un desafío, pero 
también una oportunidad en la región. Es importante 
que los países en los que el seguro médico es obligatorio 
establezcan estrategias para eliminar las barreras para las 
personas migrantes y refugiadas venezolanas, especialmente 
las que se encuentran en una situación de vulnerabilidad 
añadida. Es esencial eliminar los requisitos, como el empleo 
formal o las costosas cuotas, para proporcionar un seguro 
de salud a migrantes irregulares y solicitantes de asilo. 

Durante la pandemia de COVID-19, las políticas de los 
países avanzaron de forma similar garantizando el acceso 
de las personas migrantes y refugiadas a la hospitalización, 
las pruebas y, especialmente, la vacunación. Por lo tanto, los 
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estados miembros del Proceso de Quito lograron mantener 
varios compromisos internacionales para garantizar la 
inmunización contra las principales enfermedades infecciosas 
y contribuir a la prevención, el tratamiento y el control de 
las enfermedades epidémicas. La respuesta humanitaria de 
los Estados miembros es esencial, y se lograron avances 
significativos mediante la regularización de las personas 
migrantes y solicitantes de asilo para incorporar el derecho 
a la salud, especialmente durante la pandemia.

No obstante, para ampliar y garantizar estos derechos es 
esencial que los gobiernos emprendan acciones y políticas 
concretas que incluyan las necesidades y vulnerabilidades de 
las personas migrantes y refugiadas, garantizando al mismo 
tiempo el derecho a la salud para todos en su territorio. 
Es crucial que la flexibilidad mostrada por los países para 
abarcar el acceso de toda persona migrante y refugiada a 
los servicios de salud durante la pandemia de COVID-19 se 

mantenga como una buena práctica a aplicar en próximas 
crisis (por ejemplo en inundaciones, deslizamientos de tierra, 
etc.) que puedan afectar a la población local y a las personas 
migrantes y refugiadas en la región de América Latina y el 
Caribe. Otro desafío para la región es mantener las medidas 
adoptadas durante la pandemia para garantizar que las 
personas migrantes y refugiadas, independientemente de su 
situación migratoria, tengan acceso a los servicios de salud y 
evitar el retroceso del derecho a la salud. En este sentido, es 
indispensable que el Proceso de Quito avance en su debate 
y en sus agendas para incluir oportunidades de desarrollo 
en adelante, que beneficien a las comunidades de migrantes 
y refugiados, pero también impulsen el desarrollo del país 
de acogida. 

© OIM Brasil 2020/Bruno Mancinelle

Con sus unidades móviles de salud, la OIM atiende a migrantes y refugiados venezolanos y a la comunidad de acogida en 
Roraima, en el norte de Brasil.
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1. DESPLAZAMIENTO DE PERSONAS VENEZOLANAS
EN PAÍSES DE AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

1	  Plataforma de Coordinación Interinstitucional para Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V) 2022.
2	  Plataforma de Coordinación Interinstitucional para Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V) 2022. Recepción de 5.083.998 refugiados y migrantes de 
Venezuela en América Latina y el Caribe hasta mayo de 2022. Accedido en: https://www.r4v.info/en/refugeeandmigrants.
3	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2022.
4	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) s.f.
5	  “E stas cifras representan la suma de personas refugiadas, migrantes y solicitantes de asilo venezolanas reportadas por los gobiernos de acogida. 
No implican necesariamente la identificación individual, ni el registro de cada individuo, y pueden incluir un grado de estimación, según la metodología de 
procesamiento de datos estadísticos de cada gobierno. Como numerosas fuentes gubernamentales no tienen en cuenta a las personas venezolanas sin un 
estatus regular, es probable que el número total de personas venezolanas sea mayor”. (Plataforma de Coordinación Interinstitucional para Refugiados y 
Migrantes de Venezuela (R4V) 2022. Accedido en: https://www.r4v.info/en/refugeeandmigrants

Más de 6 millones1 de personas han abandonado la 
República Bolitvariana de Venezuela en busca de alimentos, 
trabajo y mejores condiciones de vida. Más del 80% de 
las personas venezolanas (más de 5 millones)2 viven en 17 
países de América Latina y el Caribe, la mayoría de ellas en 
Colombia, Perú y Ecuador.3 

La diáspora venezolana se caracteriza por ser un flujo 
migratorio mixto, ya que abarca a personas migrantes y 
refugiadas. Según el Pacto Mundial sobre Migración4, “las 
personas migrantes y las refugiadas son grupos distintos, 
regidos por marcos jurídicos separados. Sólo personas 
refugiadas tienen derecho a una protección internacional 
específica, tal como se define en el derecho internacional

Figura 1. Población Venezolana por país

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de R4V.5 
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de los refugiados”. Según la convención internacional, una 
persona refugiada no puede o no quiere regresar a su país 
de origen debido a un temor fundado de ser perseguida.6  
Por otro lado, la expresión “solicitante de asilo” significa 
“alguien cuya solicitud no ha sido resuelta definitivamente 
por el país en el que la ha presentado”7. A diferencia de las 
personas refugiadas, las migrantes pueden optar por regresar 
a sus países de origen y seguir recibiendo protección de su 
gobierno. El término migrante no es una definición legal, sino 
un término general “que refleja el entendimiento común de 
una persona que se aleja de su lugar de residencia habitual, ya 
sea dentro de un país o a través de una frontera internacional, 
de forma temporal o permanente, y por diversas de razones”8.  

Existe un amplio conjunto de políticas migratorias para acoger 
a personas venezolanas en los países de América Latina y 
el Caribe, y en consecuencia, una variedad de posibilidades 
de estatus migratorio (como estancia temporal, residencia, 
solicitud de asilo y estatus de refugiado).9 La población 
venezolana se distribuye en estos países de la región con 
un estatus migratorio regularizado, a través de permisos 
de residencia y estancia regular concedidos (2.738.76510 
personas) y solicitudes de asilo (971.17011 personas). 

La dinámica migratoria en la región es aún más compleja 
si se tiene en cuenta la doble función de los países como 
receptores y de tránsito. Según la Plataforma Regional de 
Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes 
de Venezuela (R4V)12, los desplazamientos de población 
venezolana en la región abarcan también el tránsito y los 
desplazamientos entre países. En la historia contemporánea 
de la región no se han producido desplazamientos similares 
a los de la diáspora venezolana, con un gran número de 
personas que salen de sus países, sin saber exactamente a 
qué país irán y con redes sociales frágiles a su destino.13

Adicionalmente, gran parte de estas personas han pasado 
años en diferentes países de acogida de la región, lo que 
genera la necesidad de una respuesta que incluya “acceso al 
asilo, regulación, protección a largo plazo, autosuficiencia e 
integración”14. Numerosos países de la región apoyaron su 

6	  De conformidad con la Convención y el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, los  motivos para temer la persecución pueden estar 
relacionados con la raza, la religión, la nacionalidad, la pertenencia a un grupo social en particular o la opinión política.
7	  Organización Internacional para las Migraciones s.f.
8	  Ibídem.
9	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2020.
10	  Plataforma Regional de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V) 2022 “El número puede reflejar, en algunos países, 
permisos de residencia que actualmente no son válidos, así como duplicaciones y triplicaciones (una persona con múltiples permisos). No incluye visados de turista”.  
11	  Plataforma Regional de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V) 2021.
12	  RMRP 2022.
13	  Portes 2022.
14	  RMRP 2022, 14.
15	  International Organization for Migration (IOM) 2022.
16	  Portes 2022.
17	  Ibídem.
18	  Acosta 2016.
19	  Argentina Bolivia, Ecuador, Guatemala, Perú, y Uruguay.
20	  Argentina Bolivia, Brasil, Ecuador, Guatemala, México, Perú, y Uruguay.
21	  Cernadas 2017.

respuesta a la afluencia venezolana en los acuerdos regionales 
existentes y en las decisiones del gobierno de centrarse en 
la acogida y el apoyo a las personas venezolanas, creando 
programas específicos de regularización y emitiendo visas 
excepcionales.15 

Previo a este flujo sin precedentes, el tema de la migración 
era periférico en las agendas de los países de la región. Los 
países de América Latina y el Caribe no  estaban preparados 
para recibir una afluencia tan masiva. 16 Sin embargo, los 
países de la región respondieron rápidamente a la afluencia 
y lograron avances considerables en su política  interna y, 
en consecuencia, en el fortalecimiento de la gobernanza 
migratoria regional. Adicionalmente, se emitieron 
declaraciones oficiales alentadoras para la integración de las 
personas migrantes y refugiadas venezolanas y para evitar 
prácticas discriminatorias.17

En las últimas décadas se han adoptado marcos 
legislativos “fuertemente arraigados en el respeto a los 
derechos humanos, el principio de no discriminación y el 
entendimiento según el cual cruzar una frontera no debe 
constituir necesariamente la pérdida de derechos”. 18 Entre 
las principales mejoras en materia de derechos humanos 
hasta 2018 en la región, cabe destacar: 

	• Reconocimiento del Derecho Humano a Migrar en 
algunas de las nuevas leyes migratorias;19

	• Igualdad de protección de los derechos sociales (salud, 
educación, derechos laborales, etc.) independientemente 
de su condición migratoria en la mayoría de las leyes 
adoptadas en la región;20

	• Despenalización de la migración irregular en todas las 
reformas legislativas; 

	• Garantías del debido proceso, incluido el acceso a la 
justicia; 

	• Prohibición de la detención relacionada con la migración 
o aceptación de esta práctica como último recurso o 
medida excepcional;21
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	• Creación de canales de regularización como respuesta 
prioritaria a la condición migratoria irregular. Este 
enfoque incluye tanto Programas de Regularización 
Temporal como vías de acceso permanente a un permiso 
de residencia por diferentes motivos (nacionalidad de 
origen, relación laboral, vínculos familiares, razones 
humanitarias, entre otras);

	• Iniciativas destinadas a promover la libertad de circulación 
regional, así como la ciudadanía regional (p. ej. El Mercado 
Común del Sur, el MERCOSUR) 

Aunque la tendencia es alentadora en las declaraciones de 
los países para facilitar la regularización y la inclusión de la 
población venezolana, la práctica demuestra los desafíos 
en el seguimiento de esas propuestas y en la prestación 
de servicios básicos adecuados22. La pobreza y los desafíos 
para un adecuado acceso a la educación, al trabajo y a 
los servicios básicos son una realidad para gran cantidad 
de personas migrantes y refugiadas de Venezuela y están 
profundamente entrelazados con la falta de regularización. 
Los desplazamientos migratorios irregulares pueden ser 
extremadamente peligrosos, sobre todo teniendo en cuenta 
las dificultades para garantizar una amplia regularización y 
las condiciones de viaje de la región, incluidas las climáticas 
y medioambientales, como las ventiscas, la selva y los ríos 
peligrosos.23

Como consecuencia del aumento de personas venezolanas 
en tránsito hacia un tercer país, algunos gobiernos de la 
región impusieron el requisito de visa para personas 
venezolanas en 202224. Esa decisión implica la dificultad de 
ingresar regularmente a esos países debido a la dificultad 
de pagar las tasas de visado, obtener la documentación 
requerida, el pasaporte, etc. El resultado sería un aumento 
del número de venezolanos indocumentados en tránsito 
que viajan en pasos fronterizos informales, aumentando su 
riesgo de trata, tráfico y violencia de género, entre otras 
amenazas.

Sigue existiendo una gran proporción de personas 
venezolanas en situación migratoria irregular en toda la 
región. Por lo tanto, hay diferentes patrones de migración 
en la región que crean una diferencia relacionada con el 
perfil de personas venezolanas en los países regionales, 
como las diferentes edades, la composición de género, el 
nivel de educación, la inclusión económica, el estado de 
salud y el acceso a los servicios de atención médica25. 

22	  Portes 2022.
23	  RMRP 2022.
24	  Centroamérica y México: Informe de Situación Especial R4V 2022.
25	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2020.
26	  Ibídem.
27	  Brasil. Ministério da Cidadania 2021.
28	  Mesas Nacionales de Consulta con Pueblos Indígenas Venezolanos 2021: Guyana.
29	  Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2020.

De acuerdo con la Organización Internacional para las 
Migraciones (OIM), 26el perfil de las personas venezolanas 
desplazadas varía según los países de destino. Los que se 
dirigen a países vecinos (como Brasil, Colombia, Guyana y 
Trinidad y Tobago) tienden a ser más jóvenes y solteros, 
tienen menor nivel de instrucción, manifiestan su intención 
de permanecer en esos países y expresan dificultad para 
acceder a los servicios de salud. Por su parte, el perfil 
de los venezolanos que se trasladaron a Ecuador y Perú 
tiene un título técnico o superior, y los que emigraron a 
Argentina, Chile, Costa Rica, Paraguay y Uruguay son en 
general de mayor edad y tienen diplomas de alto nivel, 
como licenciaturas o maestrías. 

Es un desafío para los países de acogida manejar la amplia 
variación del perfil, lo que plantea la necesidad de considerar 
a las personas migrantes y refugiadas venezolanas como un 
grupo heterogéneo. También es importante destacar que 
dentro de este grupo heterogéneo, algunos se encuentran 
en especial necesidad y condición de vulnerabilidad y 
requieren mayor atención como niñas, niños y adolescentes, 
las mujeres, la comunidad LGBTI+, las minorías étnicas, 
las personas con discapacidad y las poblaciones indígenas 
deben ser asistidas a través de mecanismos institucionales 
especiales para atender sus necesidades de protección. 
Estos grupos de desplazados en situación de vulnerabilidad 
están especialmente expuestos a sufrir violencia de género, 
explotación y discriminación en las comunidades de acogida. 

En Brasil, por ejemplo, la Matriz de Seguimiento del 
Desplazamiento (MDT) de 2021 de la OIM estimó que más 
de 5000 indígenas de Venezuela y de diferentes27 grupos 
étnicos - Warao, E’ñepá, Kariña, Pemón (Taurepang, en 
Brasil) y Wayuu - emigraron a Brasil. Se debe prestar especial 
atención al desplazamiento de las poblaciones indígenas 
venezolanas que enfrentan desafíos particulares para 
acceder a sus derechos en los países de acogida, tales como 
la regularización y el acceso a la protección internacional, 
el acceso a la justicia, la vivienda y las condiciones de vida 
adecuadas, la generación de ingresos y la educación que 
considere las tradiciones y prácticas indígenas. 28 Además, 
según la Organización Panamericana de la Salud (OPS), 
las poblaciones indígenas son altamente vulnerables a las 
enfermedades epidémicas, por ejemplo, principalmente 
las de las zonas fronterizas de Venezuela, como el pueblo 
Warao (frontera Venezuela-Guyana y que también migra a 
Brasil), el pueblo Wayúu (frontera Venezuela-Colombia) y el 
pueblo Yanomami (en la frontera Venezuela-Brasil).29
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Es importante destacar que la migración entre los países 
de América Latina y el Caribe tiene presencia registrada 
a lo largo del tiempo, sin embargo, la región enfrenta el 
mayor flujo de desplazamiento externo en la historia 
regional reciente. Frente a este fenómeno, la región requiere 
articularse en la búsqueda de soluciones.  Los gobiernos 
en América Latina y el Caribe respondieron  rápida y 
proactivamente a la inesperada afluencia masiva de políticas 
públicas destinadas a acoger e integrar a personas migrantes 
y refugiadas venezolanas en sus países y evitar la hostilidad y 
la discriminación masivas contra ellas.30

30	  Portes 2022.
31	  También es importante señalar que desde el inicio de la diáspora venezolana, la OIM coordina con el ACNUR, una Plataforma Regional de Coordinación 
Interagencial para Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V), que reúne a una serie de ONG, actores de la sociedad civil, e instituciones de los gobiernos de 
acogida, entre otros, para crear un plan de respuesta coherente y consistente a la afluencia masiva de personas venezolanas en la región. 

La capacidad de respuesta institucional de los países se 
vio desbordada al tener que afrontar el flujo migratorio 
procedente de Venezuela, lo que generó la necesidad 
de avanzar en la política migratoria regional de forma 
coordinada. El Proceso de Quito creó un espacio para un 
enfoque regional de la diáspora venezolana, así como la 
armonización de las políticas migratorias y el intercambio 
de buenas prácticas.31

© OIM Brasil 2021/Bruno Mancinelli

Médico asiste a migrantes y refugiados indígenas de Venezuela, en la comunidad indígena Tarau Parú en la frontera entre 
Brasil y Venezuela, municipio de Pacaraima, estado de Roraima, Brasil.
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2. PROCESO DE QUITO

32	  Proceso de Quito s.f.
33	   Ibídem.

En septiembre de 2018, el gobierno de Ecuador instó a 
los representantes de los países de la región a reunirse en 
Quito para intercambiar información sobre la situación 
en cada país y articular una estrategia regional para 
abordar el desplazamiento de personas migrantes y 
refugiadas venezolanas. Los trece países que inauguraron 
la red firmaron la “Declaración de Quito sobre Movilidad 
Humana de Ciudadanos/as Venezolanos/as en la Región”, 
un manifiesto de carácter no obligatorio que invita a los 
países a mantener los esfuerzos para “reforzar las políticas 
de acogida de personas migrantes y refugiadas venezolanas; 
coordinar los esfuerzos a través de los organismos 
internacionales; combatir la discriminación, la intolerancia 
y la xenofobia; fortalecer la normativa para la promoción 
y el respeto de los derechos de las personas migrantes; 
fortalecer la función de la Comunidad Andina (CAN) y el 
MERCOSUR para atender el flujo de personas venezolanas 
de manera integral y coordinada”. La reunión también hizo 
un llamado al gobierno venezolano, aunque no asistió a la 
reunión, para que acepte la cooperación de los gobiernos 
de la región”. 32 El Proceso de Quito fue creado para ofrecer 
una mesa de diálogo entre los países con el fin de mejorar 
las políticas y mecanismos para las personas venezolanas 
migrantes y refugiadas en los países de acogida, fortalecer 
la cooperación financiera internacional y generar una 
articulación institucional entre los países miembros.33

El Proceso de Quito construyó un espacio fundamental en 
la articulación de la respuesta humanitaria de los gobiernos 
que reciben a la población venezolana en la región, así 
como en la armonización de las políticas nacionales. 
Compuesto por trece Estados miembros: Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guyana, México, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay, 
el Proceso de Quito rota su Presidencia Pro Tempore entre 
los estados miembros y crea una nueva declaración en 
cada ronda. Además, para incrementar los esfuerzos en la 
defensa de la región en la agenda política internacional, en 
2020 se constituyó formalmente el Grupo de Amigos en 
la VI Declaración Conjunta, integrado por Canadá, Estados 
Unidos de América, Unión Europea, Banco Interamericano 

de Desarrollo, Países Bajos, Francia, España, Alemania, Reino 
Unido e Italia. El Proceso de Quito se respalda en su Grupo 
de Amigos para proporcionar apoyo técnico y financiero 
para el desarrollo de programas y planes de acción.

2.1 REGULARIZACIÓN Y CAMINO 
HACIA LOS DERECHOS

En la búsqueda por hacer realidad el derecho a la migración, 
a través de un proceso seguro, ordenado y digno, las 
actividades del Proceso de Quito dan prioridad al tema 
de la regularización de documentos. Numerosos servicios 
de protección social, medidas preventivas y atención de 
salud pueden accederse únicamente tras la regularización 
migratoria. Sin embargo, la gran afluencia de personas 
venezolanas a los Estados miembros supone en ocasiones 
un desafío a la capacidad institucional para una rápida 
regularización. Además, las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas con frecuencia se desplazan sin documentos 
para cruzar las fronteras.  Sumado a las dificultades al llegar 
al país de destino, estar indocumentado agrega desafíos 
para acceder al pleno disfrute de sus derechos.  La carencia 
de documentación y la situación migratoria irregular dejan 
margen para la violación de otros derechos como el 
trabajo forzoso, la imposibilidad de acceder a los servicios 
públicos y a la asistencia de emergencia cuando el país la 
proporciona. Por lo tanto, la regularización se convierte en 
un tema central de discusión para garantizar el acceso a las 
políticas públicas, los programas nacionales y la protección 
de derechos.

Desde 2018, las actividades del Proceso de Quito y sus 
avances se registran en sus Declaraciones Conjuntas, 
permitiendo monitorear la temática de la regularización de 
personas venezolanas en los países de acogida a lo largo de 
los años dentro del mecanismo. 
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Tabla 1. Lista de actividades del Proceso de Quito

CAPÍTULO34 PÁRRAFO DE LA DECLARACIÓN CONJUNTA

CAPÍTULO I
Quito

“6. De acuerdo con la legislación nacional de cada país, aceptar documentos de viaje expirados como 
documentos de identidad para los ciudadanos venezolanos con fines migratorios.”

CAPÍTULO II 
Quito

“1.1.2.b. Conforme a la legislación y a las posibilidades de cada país, estudiar la viabilidad de reducir los costos 
de las visas correspondientes y otros trámites administrativos relacionados, para facilitar la regularización de 
personas de nacionalidad venezolana en los países de acogida. 

1.1.2.c. En este marco, solicitar la cooperación internacional, la asistencia técnica y financiera para cubrir los 
costos que requeriría una adecuada documentación de las personas de nacionalidad venezolana.”.

CAPÍTULO III
Quito

“5. Destacar las acciones realizadas por los Estados de la Región para otorgar el estatus migratorio regular 
a las personas venezolanas, así como promover el llamado urgente a la Comunidad Internacional, dirigido a 
obtener el apoyo técnico y financiero que los países de la Región requieren para responder a la población 
venezolana en situación de movilidad humana, que es un número superior a los 3,5 millones de personas 
que actualmente se encuentran en los países de la Región.

6. Reiterar la importancia de coordinar propuestas y acciones para visualizar adecuadamente la actual crisis 
migratoria y humanitaria venezolana, a fin de gestionar, obtener y canalizar los recursos y el apoyo técnico y 
financiero que nuestros países requieren para atender esta problemática. Se debe prestar especial atención 
a la presentación de propuestas para la validación técnica de los documentos de identidad y/o de viaje de 
las personas venezolanas.”

CAPÍTULO IV 
Buenos Aires

“2.(...) Acceder a los procesos de regularización de la residencia, considerando los procesos de regularización 
migratoria; Acceder a los procedimientos para la determinación de la condición de refugiado; y, en general, 
continuar trabajando en la implementación de políticas públicas orientadas a la protección de los derechos 
humanos de todas las personas migrantes en sus respectivos países, de acuerdo con las legislaciones 
nacionales y los instrumentos internacionales y regionales aplicables.

6. De conformidad con la legislación nacional de cada país, aceptar los documentos de viaje vencidos como 
documentos de identidad de las personas venezolanas para fines de inmigración. 

11. En caso necesario, fortalecer los procedimientos legales y las regulaciones administrativas de los Estados 
de la región para optimizar las políticas diseñadas promoviendo y respetando los derechos de las personas 
migrantes venezolanas en los países de tránsito y de acogida.”

CAPÍTULO V
Bogotá

“7. b. (...)optar por la implementación de la Tarjeta de Información Migratoria -TIM-, como documento 
informativo que posibilite la trazabilidad del migrante, para lo cual se trabajará en el diseño y características 
técnicas y físicas posteriores. Este documento no sustituye a los documentos de identidad de viaje exigidos 
por los Estados a las personas nacionales de Venezuela, no obstante esto, los Estados que decidan otorgarla 
podrán expedirla y/o utilizarla para los fines migratorios que su legislación defina.”

CAPÍTULO VI
Santiago

Sin mención específica.

CAPÍTULO VII
Lima

“6. Reconocer el continuo esfuerzo de los países de la región por desarrollar normativas y procedimientos 
que faciliten y simplifiquen la regularización de las personas migrantes y refugiadas venezolanas, al tiempo 
que promueven su integración en las sociedades de acogida y garantizan sus derechos fundamentales.”

34	 Se accedió a las declaraciones conjuntas en el Sitio web del Proceso de Quito: https://www.procesodequito.org/en/declarations
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Los gobiernos reconocieron la importancia fundamental de fortalecer la asistencia, la recepción y la integración de las 
personas migrantes y refugiadas en las comunidades de acogida y de considerar todos los aspectos que intervienen en 
la migración. Enfocado en la regularización de documentos, por parte de los diferentes grupos técnicos que han dado 
seguimiento a problemas comunes en los países de acogida, el Proceso de Quito apoya la regionalización de soluciones y 
facilita el intercambio activo de buenas prácticas. El Proceso de Quito avanza más allá del ámbito de la regularización de 
la condición migratoria mediante sus diez ejes temáticos (Asilo, Centros de Orientación, COVID-19, Educación, Inserción 
socioeconómica, Protección de la niñez y la adolescencia, Reagrupación familiar, Trata de personas, VIH/SIDA).   

3. SALUD Y MIGRACIÓN

35	  Asamblea General de las Naciones Unidas, 21 de octubre de 2015. Objetivo 10, “Reducir la desigualdad dentro de los países y entre ellos”, meta 10.7, 
“Facilitar la migración y la movilidad ordenadas, seguras, regulares y responsables de las personas, incluso mediante la implementación de políticas migratorias 
planificadas y bien gestionadas”.
36	  Asamblea General de la ONU 2016.
37	  Asamblea General de la ONU 2016). Objetivo 15.
38	  Asamblea de la Organización Mundial de la Salud 2008.
39	  Organización Mundial de la Salud (OMS) 2010.
40	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2017.

El fenómeno del desplazamiento es un asunto de máxima 
prioridad en las políticas de desarrollo y en las agendas 
políticas, por tratarse de una realidad que no puede ser 
ignorada. Los gobiernos también recurren a los acuerdos 
legales de los diferentes tratados de derechos humanos que 
establecen las formas en que debe tratarse el desplazamiento. 
Diversos documentos formulan un marco legal en 
relación con la migración y la salud pública, incluyendo las 
convenciones relacionadas con los derechos humanos y la 
protección de personas refugiadas, trabajadores migrantes y 
personas objeto de tráfico o trata (tabla 2). El compromiso 
de facilitar la migración y la movilidad ordenada, segura, 
regular y responsable de las personas, incluso mediante 
la aplicación de políticas migratorias planificadas y bien 
gestionadas, también es explícito en la Agenda de Desarrollo 
Sostenible 2030 de las Naciones Unidas.35

Específicamente, la Declaración de Nueva York para 
Refugiados y Migrantes (Resolución 71/1 de la Asamblea 
de las Naciones Unidas) 36  aborda el movimiento masivo 
de personas migrantes y refugiadas e insta a los Estados a 
proteger plenamente sus derechos, independientemente de 
su estatus. La declaración también menciona explícitamente 
la necesidad de comprometerse a proporcionar acceso 
a los servicios básicos a personas migrantes y refugiadas, 
incluida la asistencia de salud.37

La Resolución de la Asamblea Mundial de la Salud sobre la 
Salud de las personas Migrantes (WHA61.17) de 200838 
insta a los gobiernos a promover la salud de los migrantes 
en sus políticas y programas nacionales. Posteriormente, y 
debido a la Resolución, la Consulta Mundial sobre la Salud 

de las personas Migrantes de 2010, bajo el liderazgo de 
la OIM, la Organización Mundial de la Salud (OMS) y el 
Gobierno de España, generó un resumen del debate con un 
marco operacional y de prioridad; 

a) 	el monitoreo de la salud de las personas migrantes; 

b)	 adoptar políticas nacionales y un marco jurídico que 
respete la salud de las personas migrantes 

c)	 garantizar sistemas de salud que tengan en cuenta a 
personas migrantes; y

d)	 garantizar la cooperación internacional.39

La siguiente Consulta Global sobre Migración y Salud en 
2017 se focalizó en áreas para definir las agendas globales, 
dentro de un enfoque basado en los derechos, centrado en 
las personas, el género y la igualdad, tales como;

a)	 centrarse en la salud global, para reducir la carga 
por enfermedad en las personas migrantes y en las 
comunidades de acogida a través de la cobertura de 
salud universal;

b)	 reducir la vulnerabilidad y mejorar la resiliencia de las 
personas migrantes, las comunidades y los sistemas de 
salud, ajustándose al modelo de determinantes sociales 
y medioambientales de la salud y a la igualdad en los 
conceptos de salud de las personas migrantes;

c)	 garantizar que la salud de los migrantes se convierta 
en parte integral de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible.40
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Tabla 2. Instrumentos internacionales relacionados con la protección de las personas 
migrantes y refugiadas

DERECHOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES Y REFUGIADAS

Internacional Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

Convenio sobre los Trabajadores Migrantes de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
(1949)

Convención (1951) sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo (1967)

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (1965)

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966)

Convenio de la OIT sobre los Trabajadores Migrantes (disposiciones complementarias) (1975)

Convención sobre los Derechos del Niñez (1989)

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migrantes y de Sus Familiares (1990)

Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar  y Aire (2000)

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas (2000)

Resolución de la Asamblea Mundial de la Salud sobre la Salud de los Migrantes (2008)

Consulta Mundial sobre la Salud de los Migrantes (2010)

Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015)

2ª Consulta Mundial sobre Salud de los Migrantes (2017)

Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular (2018)

Regional 
(Américas)

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984)

La Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes (2016)

Documento de Orientación de la OPS sobre Migración y Salud (2018)

Fuente: elaborado por los autores.
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Sin embargo, el cumplimiento del derecho a la salud de las personas migrantes y refugiadas depende de las leyes nacionales, 
las políticas concretas y la planificación gubernamental. La migración es un determinante subyacente de la salud tanto en sus 
aspectos individuales como sociales. Varios aspectos del propio proceso de desplazamiento pueden repercutir en la salud 
de las personas migrantes y refugiadas y también aumentar su vulnerabilidad en general (figura 2).41

Figura 2. Vulnerabilidades de las personas migrantes y refugiadas relacionadas con la salud

Fuente: Migración Internacional, Salud y Derechos Humanos42

41	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013.
42	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013, 18.
43	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2019.
44	  Ibídem.
45	  ONU Humano Derechos Oficina (ACNUDH) 2017.

Resulta importante destacar que entre el grupo heterogéneo 
de personas migrantes y refugiadas, existen numerosos 
grupos que se encuentran en situaciones específicas de 
vulnerabilidad. La noción de vulnerabilidad determina que 
ciertas personas son más susceptibles de sufrir daños (como 
los psicológicos, físicos, ambientales), en relación con otras, 
debido a la exposición a factores de riesgo. 43 Los factores de 
riesgo dependen del tipo de daño que se examine y pueden 
coincidir o no.44 Por lo tanto, “ las personas migrantes 
vulnerables son aquellas que no logran gozar efectivamente 
de sus derechos humanos, que se encuentran en mayor 
riesgo de sufrir violaciones y abusos y que, por lo tanto, 
tienen derecho a apelar a un mayor deber de cuidado por 
parte del titular de la obligación”.45

Aparte de las vulnerabilidades creadas por el propio 
proceso migratorio, la noción de que un grupo de personas 
se encuentra en mayor riesgo durante el desplazamiento 
se ha estructurado en torno a factores personales y 
situacionales. Los factores personales de vulnerabilidad 
pueden ser percibidos como la salud física y mental, la 
edad, el sexo, la orientación sexual y la identidad de género, 
la etnia, la raza, la religión, la nacionalidad, la discapacidad, 
el embarazo, la maternidad o la situación migratoria. 
Algunos ejemplos de personas migrantes y refugiadas 
pertenecientes a grupos vulnerables pueden ser las mujeres, 
las personas sin hogar, las personas con problemas de 
salud preexistentes, las personas con discapacidad, niñas 
y niños no acompañados, personas de la tercera edad, 
jóvenes y familias monoparentales, miembros del colectivo 
LGBTI+, indígenas, afrodescendientes, minorías étnicas, etc.      

Salud del
migrante

ANTES DE LA PARTIDA  

Acontecimientos previos a la migración, en particular traumas, 
como guerras, violaciones de los derechos humanos, tortura, 
violencia sexual, especialmente en el caso de los 	ujos migratorios 
forzados; 
Proximidad lingüística, cultural y geográ�ca al lugar de destino, 
incluidas las creencias y los comportamientos en materia de salud; 
Per�l epidemiológico y su comparación con el per�l en destino;
"E�cacia del sistema sanitario en la prestación de asistencia de salud 
preventiva y curativa". 

VIAJES 

Condiciones y modalidad del viaje (peligroso, falta de necesidades 
sanitarias básicas), especialmente en el caso de los 	ujos migratorios 
irregulares; 

Duración del viaje; 

Acontecimientos traumáticos, abusos, violencia (sexual); 

Desplazamientos individuales o en masa.

RETORNO 

Nivel de servicios de la comunidad de origen (posiblemente 
destruidos), especialmente tras situaciones de crisis: 
Vínculos cornunitarios subsistentes; 
Duración de la ausencia; 
Per�l de comportamiento y salud adquirido en las comunidades de 
acogida. 

COMUNIDAD DE ACOGIDA 

Políticas relacionadas con la migración/políticas sanitarias;
Inclusión o discriminación; 
Situación jurídica y acceso a los servicios; 
Idioma y valores culturales; 
Separación de la pareja familiar; 
Duración de la estadía; 
Servicios adaptados a nivel cultural, lingüístico y epidemiológico; 
Abuso, violencia, explotación (sexual), condiciones de trabajo y 
de vida. 

Aspectos transversales 
Edad, género; 
Estatus socioeconómico;
Factores genéticos.
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Estos grupos suelen estar infrarrepresentados en las 
políticas públicas y son invisibles para los datos nacionales, 
lo que conduce a una mayor exclusión y repercute de 
manera más específica en su salud. 

Por otra parte, los factores situacionales de vulnerabilidad 
incluyen las circunstancias a las que se enfrentan en los países 
de origen, tránsito o destino, como la falta de atención de 
salud, la detención, el riesgo de deportación, las personas 
desplazadas por conflictos o desastres naturales, las que 
proceden de zonas de pobreza, así como las personas con 
escasa formación académica y desempleadas. Estos factores, 
tanto personales como situacionales, pueden entrecruzarse 
o coexistir simultáneamente, influyendo y agravándose 
mutuamente y evolucionando o cambiando con el tiempo, 
según las circunstancias y los lugares. Las personas migrantes 
y refugiadas en estas situaciones de vulnerabilidad corren 
mayor riesgo de padecer enfermedades y resultados de 
salud desfavorables. 46 A su vez, las personas migrantes y 
refugiadas, especialmente las que se encuentran en situación 
de vulnerabilidad, tienen mayor probabilidad de enfrentar 
diversas formas de exclusión.

Existen numerosas formas de exclusión que pueden 
afectar a la salud de las personas migrantes y refugiadas. 
La exclusión legal, económica y social, a menudo generada 
por la falta de acceso a los servicios sociales y de salud, las 
condiciones de vida inadecuadas y la explotación laboral, 
pueden aumentar el riesgo de las personas migrantes 
y refugiadas de desarrollar problemas de salud mental 
y contraer enfermedades. 47 La negación del derecho 
a la salud, a través de estas exclusiones, puede conducir 
a la marginación, aumentar su vulnerabilidad a padecer 
enfermedades y ampliar las disparidades y desigualdades 
sanitarias en general. El estatus migratorio de un migrante 
es un determinante clave del nivel de acceso a los servicios 
de salud en un país y, por tanto, puede convertirse en una 
forma de exclusión.

Varios países limitan el acceso a los servicios de salud a 
las personas migrantes en situación irregular, concediendo 
sólo tratamientos de emergencia. En ocasiones, incluso el 
tratamiento de emergencia es proporcionado a expensas 
de los migrantes, lo que implica que algunos pospondrán 
la búsqueda de tratamiento hasta que se encuentren 
gravemente enfermos. 48 En la mayor parte de los casos, 

46	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013.
47	  Ibídem.
48	  Ibídem.
49	  Ibídem.
50	  Ibídem.
51	  Ibídem.
52	  Ibídem.
53	  “La atención de salud culturalmente sensible se refiere a la capacidad de los profesionales de la salud de reconocer sus propios antecedentes culturales, 
prejuicios y normas culturales de la profesión e incorporar los conocimientos y las habilidades interpersonales pertinentes en la atención de pacientes de 
diferentes orígenes culturales”. Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013, 44.
54	  Ibídem.
55	  Ibídem.

las personas en situación irregular no buscarán atención 
y tratamiento por miedo a que los proveedores de 
servicios de salud tengan vínculos con las autoridades de 
inmigración. 49  Es importante considerar la exclusión a 
la que se enfrentan las personas en situación irregular y 
refugiadas al no poder acceder legalmente a los servicios 
de salud, pero también es imprescindible tener en cuenta 
los efectos a largo plazo que esta exclusión puede suponer 
para su salud, así como la carga que puede suponer para 
el país de acogida.50

Las investigaciones han demostrado que con frecuencia 
las personas migrantes y refugiadas, en particular las que 
se encuentran en situación irregular, intentan resolver sus 
problemas mediante la automedicación o recurriendo 
a una atención de baja calidad por parte de personas 
que no son profesionales dentro de su comunidad. 51 
Incluso en situaciones en que las personas migrantes y 
refugiadas tienen derecho a recibir servicios de salud, 
una inadecuada educación sanitaria general y la falta de 
información sobre los servicios disponibles son algunas 
de las principales razones que explican por qué las 
personas migrantes y refugiadas no acuden a los servicios 
de salud preventiva y al tratamiento de forma efectiva. 
52 Las barreras lingüísticas y la ausencia de una atención 
culturalmente sensible53 son también algunos de los 
factores que impiden a las personas migrantes de acceder 
a los servicios de salud. Retrasar o no buscar tratamiento 
hasta estar gravemente enfermos puede tener efectos 
a largo plazo en su salud y, en última instancia, crear 
una carga financiera para los países de acogida o incluso 
convertirse en un riesgo para la salud pública de las 
comunidades de acogida.54

Por lo general, las leyes y políticas que determinan la 
condición de migrante regular como una obligación para 
acceder a los servicios de salud se basan en la creencia 
errónea de que sería costoso para los contribuyentes cubrir 
los servicios de salud para todos y que esta acción puede 
detener la migración irregular, lo cual no ha sido respaldado 
por ninguna evidencia empírica.55En general, las personas 
migrantes y refugiadas contribuyen con más impuestos 
de lo que reciben en prestaciones, envían remesas a sus 
países de origen y cubren las deficiencias trabajando en las 
comunidades de acogida. 
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Garantizar a las personas migrantes y refugiadas una atención de salud primaria de bajo costo puede reducir los costos de 
salud, mejorar su integración y su capacidad de contribuir al desarrollo sostenible en los países de acogida. 56 Por lo tanto, 
proporcionar sólo atención de emergencia o incluso restringir el acceso a la salud debido a la situación migratoria irregular 
es injustificado desde el punto de vista de la salud pública, pero también desde la perspectiva de los derechos humanos. 57 
En virtud de las normas de derechos humanos, los gobiernos están obligados a promover y hacer efectivo el derecho a la 
salud de toda persona que se encuentre en su territorio. 58 Por lo tanto, políticas migratorias sólidas que incluyan estrategias 
para garantizar el derecho a la salud de las personas migrantes y refugiadas, independientemente de su estatus migratorio, 
contribuyen al objetivo de una migración segura, ordenada y regular y mejoran las políticas de salud pública en general.

56	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2018.
57	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013.
58	  Ibídem.
59	  Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (ACNUDH) sin fecha.
60	  Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud aprobada por la Conferencia Internacional de la Salud, Nueva York, 19 a 22 de junio 
de 1946; firmado el 22 de julio de 1946 por los representantes de 61 Estados (Documentos Oficiales de la Organización Mundial de la Salud, Nº 2, pág. 100) y 
entró en vigor el 7 de abril de 1948. Asamblea de la Organización Mundial de la Salud 2008.
61	  Centro FXB para la Salud y los Derechos Humanos 2013.
62	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013.
63	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013.

4. SALUD COMO DERECHO HUMANO

El derecho a la salud se menciona, describe y establece en 
varios instrumentos de derechos humanos, confirmando la 
obligación de los Estados Miembros de garantizar el acceso 
a una atención de salud oportuna, aceptable y accesible de 
calidad adecuada, así como de proporcionar los factores 
subyacentes determinantes de la salud, una vez que los 
derechos humanos son interdependientes, indivisibles y 
están interrelacionados59.  La OMS, en su Constitución, 
establece que “la salud es un estado de completo bienestar 
físico, mental y social, y no solamente la ausencia de 
afecciones o enfermedades”. 60 El disfrute del nivel más alto 
posible de salud que se pueda lograr es uno de los derechos 
fundamentales de todo ser humano, sin distinción de raza, 
religión, ideología política o condición económica o social, y 
es lo que significa el “derecho a la salud”. 

El concepto de “derecho a la salud” destaca no sólo la 
importancia de reconocer el derecho a la atención de salud, 
sino también varias precondiciones para la salud. Por lo 
tanto, el derecho a la salud no es el derecho a estar sano 

o únicamente el derecho a la salud, sino un concepto más 
amplio. 61 Como derecho fundamental, el derecho a la salud 
no se limita a una categoría dentro de los derechos sociales 
programáticos, sino que reconoce el derecho de la persona 
a la dignidad y la supervivencia, que debe ser garantizado y 
asumido por el Estado. Existen numerosos vínculos entre el 
derecho a la salud y otros derechos, como el derecho a un 
nivel de vida adecuado, el derecho al trabajo y la libertad de 
expresión. 62 Garantizar el derecho a la salud es esencial para 
el pleno disfrute de un gran número de derechos humanos; 
asimismo, el cumplimiento del derecho a la salud no puede 
alcanzarse sin contemplar otro gran número de derechos.63

La presente publicación se centrará en aspectos específicos 
de la salud, reconociendo sin embargo que el debate sobre 
el derecho a la salud abarca un conjunto más amplio de 
derechos humanos. Varios instrumentos legislativos a nivel 
internacional y regional especifican el derecho a la salud y 
los principales compromisos a nivel global para garantizar el 
derecho a la salud (tabla 3).
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Tabla 3. Principales instrumentos relacionados con el Derecho a la Salud

EL DERECHO A LA SALUD

Instrumento Artículo Estados Miembros Signatarios 
del Proceso de Quito 64

Internacional Constitución de la OMS (1946) Preámbulo Los 13 estados

Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(1948)

Art.25 Los 13 estados

Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial (1965)

Art. 5 (e) (iv) Los 13 estados

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966)

Art.12 Los 13 estados

Convención y Protocolo sobre el Estatuto de los 
Refugiados (1967)

Art.24(1)(b)) 
(12)

Todos excepto Guyana

Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (1979)

Art. 11 (1) (f ), 
12 y 14 (2) (b)

Los 13 estados

Convención sobre los Derechos de la Niñez 
(1989)

Art. 23, 24 Los 13 estados

Convenio nº 169 de la OIT sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes 
(1989)

Art. 7, 20, 25 Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
México, Paraguay y Perú

Convención Internacional sobre la Protección 
de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares (1990)

Arts. 25(1)(a) 
y 28

Argentina, Chile, Colombia, 
Ecuador, Guyana, México, 
Paraguay, Perú y Uruguay

Reglamento Sanitario Internacional (RSI) (2005, 
revisado en 2014)

- Los 13 estados

Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad (2006)

Art. 25, 26, 27 
(1)(b)

Los 13 estados

Pacto Global para una Migración Segura, Ordenada 
y Regular (2018)

Objetivo 15 Chile y República Dominicana 
no asistieron al evento

Regional 
(Américas)

Convención Americana sobre Derechos Humanos 
“Pacto de San José, Costa Rica” (1969)

Art. 26 Todos excepto Guyana

Declaración de Cartagena sobre los Refugiados 
(1984)

II h) Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
México, Paraguay y Perú.

Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de 
San Salvador) (1988)

Art. 10 Todos excepto Guyana

Convención Interamericana sobre la Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores 
(2015)

Art. 11, 12,19 
y 25

Argentina, Brasil, Chile, Costa 
Rica, Ecuador, Perú y Uruguay

Fuente: Elaborado por los autores.

64	  Análisis de los 13 Estados Miembros del Proceso de Quito, que son: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana Ecuador, 
Guyana, México, Panamá, Paraguay, Perú, y Uruguay.
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4.1 EL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES (ICESCR)

1. Los Estados Miembros en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto 
nivel posible de salud física y mental

2. Los pasos a seguir por los Estados Miembros en el oresente Pacto para hacer efectiva la plena realización de 
este derecho incluirán aquellos necesarios para:

a) 	La adopción de medidas para reducir la tasa de mortalidad fetal y la mortalidad infantil y para el sano 
desarrollo de la niña o el niño;

b) 	La mejora de todos los aspectos de la higiene ambiental e industrial;

c)	 La prevención, el tratamiento y el control de las enfermedades epidémicas, endémicas, ocupacionales y otras;

d)	 La ceración de condiciones que garanticen a toda persona el servicio de salud y la atención médica en caso 
de enfermedad.

(ICESCR, Art.12)

65	  Asamblea General de la ONU 1966, Artículo 12, apartado 1, 24.
66	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013.
67	  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (CESCR) 2000) y (Centro FXB para la Salud y los Derechos Humanos 2013.
68	  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (CESCR) 2000.

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (ICESCR), del que son signatarios todos 
los Estados Miembros del Proceso de Quito, puede 
considerarse el instrumento más importante sobre el 
derecho a la salud. En su artículo 12, el Pacto prescribe 
el “derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental”65 e impone a los Estados 
Miembros la obligación de respetar, proteger y hacer 
efectivo el derecho a la salud como derecho humano. 
Las dimensiones internacionales del Pacto imponen a los 
Estados, en relación con las personas que se encuentran 
bajo su jurisdicción, el deber de proporcionar los servicios 
de salud adecuados y necesarios para alcanzar el más alto 
nivel posible de salud física y mental.66

Como obligación inmediata, los Estados deben adoptar 
medidas para hacer efectivo el derecho a la salud de 
forma progresiva, así como el compromiso inmediato 
de no adoptar medidas que puedan conducir a un 
retroceso de este derecho. El acceso no discriminatorio 
a las instalaciones, bienes y servicios de salud es una 
de las seis obligaciones fundamentales que los países 
deben proporcionar, junto con el acceso igualitario a 
una alimentación adecuada y segura, al agua potable, 

a la vivienda básica, a los servicios de salud, a los 
medicamentos esenciales, y el compromiso con la 
adopción e implementación de una estrategia nacional 
de salud pública.67

Los Estados signatarios deben adoptar medidas con el 
máximo de sus recursos disponibles para cumplir con 
sus obligaciones. Por lo tanto, los Estados firmantes se 
comprometen a implementar cinco prioridades en relación 
con el derecho a la salud: 1) garantizar la atención de la 
salud reproductiva, materna e infantil; 2) proporcionar 
inmunización contra las principales enfermedades 
infecciosas en la comunidad, 3) adoptar medidas para 
prevenir, tratar y controlar las enfermedades epidémicas 
y endémicas, 4) proporcionar educación y acceso a la 
información sobre los principales problemas de salud y 
5) proporcionar una formación apropiada al personal 
de salud, incluida la educación sobre salud y derechos 
humanos.68 El derecho a la salud garantiza el derecho 
a varios servicios de salud y se considera un derecho 
humano fundamental, que también requiere mecanismos 
de responsabilidad.
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El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR), el organismo de las Naciones Unidas (ONU) encargado 
de monitorear la implementación del ICESCR, en su Observación General 14 (GC 14), explica los factores socioeconómicos 
que se correlacionan con la promoción de una vida saludable. Entre estos factores socioeconómicos se encuentran las 
condiciones laborales y ambientales saludables, el acceso a la educación e información relacionadas con la salud, incluida 
la salud sexual y reproductiva. 69 El derecho a la salud comprende la accesibilidad a los establecimientos, servicios y bienes 
sanitarios para todos, especialmente para los sectores más vulnerables y marginados de la población. Además, el derecho 
a la salud engloba un concepto más amplio de la misma, como es el derecho a un sistema de protección de la salud y a las 
garantías de libertad.70 Por otra parte, el principio de no discriminación se hace explícito como una obligación inmediata y 
fundamental, exigiendo a los Estados que no tomen ninguna medida discriminatoria en el acceso a la atención de salud y a 
los determinantes subyacentes de la salud. 

Figura 3. El derecho a la salud

Fuente: (Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2013, 18)

69	  “Otro aspecto importante es la participación de la población en toda la toma de decisiones relacionadas con la salud a nivel comunitario, nacional e 
internacional”. Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009, 9.
70	  “Como el derecho a estar libre de tratamiento médico no consensuado y a estar libre de esterilización forzada”. Organización Internacional para las 
Migraciones (OIM) 2009, pág. 10.
71	  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (CESCR) 2000) y (Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009.
72	  MERCORSUR. Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos s.f.
73	  El principio de no discriminación en el derecho internacional de los derechos humanos amplía el alcance del debate a la condición migratoria, en particular 
en torno a la prohibición de la discriminación basada en “otra condición” (por ejemplo, el artículo 2 del ICESCR; los artículos 2 y 26 del ICCPR; 41 y los 
artículos 1 y 7 de la ICRMW). Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009, 13.

El principio de no discriminación relacionado con la 
salud, en la Observación General Nº 14, proscribe “toda 
discriminación en el acceso a la atención de salud y a los 
determinantes básicos de la salud, así como a los medios 
y derechos para su obtención, por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento, 
discapacidad física o mental, estado de salud, orientación 
sexual y condición civil, política, social o de otra índole, que 
tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar la 
igualdad en el disfrute o el ejercicio del derecho a la salud”.71 

La nacionalidad, en consecuencia, no debe utilizarse como 
motivo de discriminación para negar o restringir la atención 
de salud y otros derechos. Al hablar de los derechos 
humanos de las personas migrantes y refugiadas es 
importante destacar que los principios rectores de igualdad 
y no discriminación imponen a los Estados la obligación 
de garantizar el acceso a los servicios de salud y sociales 
sin distinción de nacionalidad o estatus migratorio.72 Por 
otra parte, aunque la discriminación basada en el estatus 
migratorio no está explícitamente prohibida en los tratados 
internacionales de derechos humanos73, es imperativo 

DISPONIBILIDAD, ACCESIBILIDAD, ACEPTABILIDAD Y CALIDAD 

Disponibilidad: instalaciones, bienes, servicios y programas sanitarios y de salud pública que funcionen en cantidad 
su�ciente. 
Accesibilidad: no discriminación, accesibilidad física, accesibilidad económica (asequibilidad), accesibilidad a la 
información. 
Aceptabilidad: respetuosa con la ética médica y culturalmente apropiada, sensible a la edad y el género. 
Calidad: apropiada a nivel cientí�co y rnédico. 

DETERMINANTES SUBYACENTES DE LA SALUD

Acceso a una alimentación esencial mínima, nutricionalmente 
adecuada y segura. 

Acceso a una vivienda o albergue básico, agua potable y 
saneamiento adecuado. 

Acceso a condiciones laborales y medioambientales saludables. 

Educación y acceso a la información sobre los principales 
problemas de salud de la comunidad, incluyendo los métodos de 
prevención y control. 

ATENCIÓN DE SALUD

Derecho de acceso a instalaciones, bienes y servicios sanitarios 
sobre una base no discriminatoria, con atención a los grupos 
vulnerables y marginados.

Distribución equitativa de todas las instalaciones, bienes y servicios 
sanitarios. Suministro de medicamentos esenciales, tal y como se 
de�nen en el Programa de Acción de la OMS sobre Medicamentos 
Esenciales.

Participación de las poblaciones afectadas en las decisiones 
relacionadas con la salud a nivel nacional y comunitario. 

EL DERECHO A LA SALUD
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considerar que la cláusula de no discriminación se aplica a 
quienes están bajo la jurisdicción del Estado, y no se limita 
a sus ciudadanos.74

Analizando en mayor profundidad las medidas de protección, 
el Reglamento Sanitario Internacional75(RSI) establece los 
derechos y obligaciones de los países cuando se producen 
posibles emergencias sanitarias a nivel global, como epidemias 
y pandemias, con el objetivo de prevenir la propagación de 
crisis sanitarias, los viajes y las restricciones comerciales. El 
RSI establece un marco legal para la implementación de 
estrategias de prevención y el manejo de la propagación 
internacional de epidemias a nivel nacional por parte de los 
gobiernos. También establece que estas medidas deben ser 
proporcionales al riesgo, evitando interferencias innecesarias 
en el tráfico y el comercio internacionales.76 Las principales 
medidas sanitarias deben ser las menos invasivas e intrusivas 
posibles y pueden incluir la vacunación u otra profilaxis, el 
aislamiento, la cuarentena o la observación de salud pública. 
77 Por lo tanto, para contener las epidemias y pandemias, 
en virtud de los convenios internacionales y regionales, los 
Estados pueden implementar estrategias restrictivas que 
limiten ciertos derechos. Sin embargo, los instrumentos 
internacionales siguen siendo aplicables a la protección de 
las personas migrantes y refugiadas en estas situaciones de 
excepción.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(ICCPR) y la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 
de 1951 sólo facilitan mecanismos de derogación en 
condiciones estrictas en casos de emergencia pública, como 
las pandemias.  En primer lugar, el principio de no devolución 
es inderogable en virtud de la Ley de Refugiados; en 
segundo lugar, estas excepciones no incluyen la suspensión 

74	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009.
75	  Asamblea Mundial de la Salud 2006.
76	  Asamblea Mundial de la Salud 2006, Artículo 2.
77	  Asamblea Mundial de la Salud 2006, Artículo 31.
78	  Organización Mundial de la Salud (OMS) 2021.
79	  Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (ACNUDH) 2020.
80	  Organización Mundial de la Salud (OMS) 2021.
81	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009, pág. 431.
82	  Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay. En la Constitución de Costa Rica 
no se hace referencia directa al derecho a la salud. 
83	  Kinney y Clark (2004), definen los tipos de disposiciones constitucionales que abordan la salud y la atención de salud en las constituciones nacionales. 
Las dos utilizadas aquí son la “declaración de derechos”, que establece un derecho a la salud o a la atención de salud o a los servicios de salud pública, y la 
“declaración de deberes”, que impone la obligación de proporcionar atención de salud o servicios de salud pública. Kinney y Clark 2004, 285.
84	  Argentina Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, México, Perú y Uruguay.
85	  Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009.
86	  Ibídem.

de procedimientos de asilo. Los riesgos para la salud no 
justifican la denegación de acceso al territorio sin protección 
contra la devolución de personas necesitadas de protección 
internacional.78 Igualmente, los Estados no implementarán 
medidas de derogación discriminatorias, ni derogarán sus 
obligaciones      relacionadas con el derecho a la salud, y 
otros derechos no derogables, en virtud del ICCPR.79  Por lo 
tanto, los Estados deberán proteger el derecho a la salud de 
las personas migrantes y refugiadas y desarrollar prácticas 
sensibles según el alcance de cada instrumento, incluso en 
casos de excepción, como la pandemia de COVID-19.80                              

El ICESCR responsabiliza a los países de garantizar el 
acceso a la atención de salud, lo que a su vez requiere 
definir una estrategia nacional para garantizar el derecho 
a la salud. Los 13 Estados miembros del Proceso de 
Quito han ratificado el ICESCR.81 En respuesta a estas 
obligaciones, algunos países de América Latina y el Caribe 
detallan el derecho a la salud en sus constituciones. 
Doce82 de los trece Estados miembros del Proceso de 
Quito incluyen el derecho a la salud o a la atención de 
salud o a los servicios de salud pública e incluyen el deber 
de proporcionar atención de salud o servicios de salud 
pública en sus constituciones.83 

 Además, el derecho a la salud se ha incorporado a las 
leyes migratorias de 8 estados miembros84.  Sin embargo, 
la mayoría de estas regulaciones no incluyen expresamente 
esta garantía, incluso cuando el acceso universal a la salud está 
contemplado en las constituciones de los países.85 Aunque 
los Estados no pueden negar a las personas migrantes el 
acceso a los servicios de salud pública, la capacidad de 
garantizar el derecho a la salud dependerá de las políticas 
sanitarias establecidas por cada país.86
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5. LA PANDEMIA COVID-19 Y SU IMPACTO EN LAS 
PERSONAS MIGRANTES Y REFUGIADAS DE VENEZUELA

87	 Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2020.
88	 Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2020, pág. 1.
89	 Panel de control de la OMS sobre el coronavirus (COVID-19).

90	 OPS (2020). Accedido en: https://iris.paho.org/handle/10665.2/52969

5.1 VULNERABILIDAD DE LAS 
PERSONAS MIGRANTES Y REFUGIADAS

El contexto socio-político y económico de Venezuela 
impactó negativamente en la salud de su población y la 
pandemia acrecentó los desafíos en una circunstancia ya 
grave. Según la OPS87, los brotes de difteria, sarampión y 
malaria se han extendido rápidamente en Venezuela desde 
2016, y la más reciente pandemia de COVID-19 impactó 
también en el aumento de la tuberculosis, la mortalidad 
materna e infantil y en la necesidad de mejorar la salud 
mental y la prevención de la violencia. La OPS también 
destaca “el acceso limitado a los medicamentos, a la nutrición 

adecuada y al diagnóstico y la atención adecuados para las 
personas con afecciones agudas y crónicas que ponen en 
peligro la vida, como el VIH, la diabetes y la hipertensión, 
entre otras”, 88lo que repercute en las condiciones de salud 
de las personas migrantes y refugiadas venezolanas también 
en los países de acogida. 

Oficialmente, desde la declaración de la pandemia se 
han notificado a la OMS más de 6,3 millones de muertes 
relacionadas con el virus del SRAS-COV-2 en todo el mundo. 
89 La región de América Latina y el Caribe fue considerada un 
epicentro de la pandemia en mayo de 2020 y América del Sur 
concentró el segundo mayor número de casos acumulados y 
muertes en el mundo el  22 de agosto de 2020.90

Figura 4. Casos de COVID-19 en la Región al 28 de junio de 2022

Fuente: (Panel de control de la OMS sobre el coronavirus (COVID-19))
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Figura 5. Muertes relacionadas a COVID-19 en la región al 28 de junio de 2022

Fuente: (Panel de control de la OMS sobre el coronavirus (COVID-19))
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La OIM apoya a los gobiernos locales con un equipo técnico con campañas de vacunación contra el COVID-19 y 
actualización de carnés de vacunas para la población venezolana y la comunidad de acogida. 
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Durante la pandemia de COVID-19, la desigualdad y la 
vulnerabilidad preexistente de la población migrante y 
refugiada venezolana se acentuó, produciendo efectos 
negativos en varias áreas, como los medios de subsistencia, 
la seguridad, la dignidad y el acceso a la atención de salud.91 
Desde el inicio de la pandemia, los especialistas pusieron 
énfasis en la probabilidad de una situación de emergencia 
de mayor duración en los países que no garantizaran la 
atención de salud a grupos masivamente vulnerables92, 
como las poblaciones migrantes y refugiadas. También es 
importante considerar que la vulnerabilidad a la 

91	 RMRP 2022.
92	 Guadagno 2020.

pandemia de COVID-19 causada por la migración se ve 
aumentada por la interseccionalidad (personas migrantes 
y refugiadas que se consideran en una o más situaciones 
de vulnerabilidad).

Considerando los efectos del COVID-19 en personas 
migrantes y refugiadas, la siguiente tabla muestra las 
principales repercusiones de que esta población contraiga el 
virus, acceda a una atención de salud adecuada y presente 
síntomas graves, así como las repercusiones en los ámbitos 
psicosocial, de los medios de vida y de los ingresos (figura 6). 

Figura 6.  Visión general de la vulnerabilidad de las personas migrantes ante COVID-19		

CONDICIONES RECURRENTES DE VULNERABILIDAD MAYOR PROBABILIDAD DE:

Conocimiento limitado de las medidas de prevención recomendadas, incluso 
debido a barreras lingüísticas
Incapacidad para respetar el distanciamiento social en hogares hacinados y 
multigeneracionales.
Dependencia del transporte público
Exposición continua en profesiones de contacto cercano
Acceso limitado a artículos de higiene clave
Equipo de protección personal limitado en el lugar de trabajo

Contraer COVID-19

Ausencia de derecho a la atención de salud y despriorización en la prestación 
de servicios
Falta de acceso a las instalaciones en lugares desatendidos
Conciencia limitada de las opciones o el derecho a recibir atención médica
Barreras del idioma que dificultan la comunicación con los proveedores
Falta de voluntad para presentarse en busca de ayuda debido al temor de ser 
arrestado y/o estigmatización

No acceder a la atención 
adecuada

Problemas pulmonares/respiratorios preexistentes debido al viaje y las 
condiciones de vida. Desgaste físico.
Incapacidad para acceder a asistencia oportuna.

Mostrar síntomas severos

Vida restringida y espacio exterior durante los cierres
Aislamiento e incapacidad para comunicarse.
Obstáculos para el entierro adecuado de los difuntos
Ansiedad relacionada con estar varado, riesgo de ser arrestado o víctima de
actos xenófobos

Sufrir impactos psicosociales

Interrupción de la prestación de servicios básicos de asistencia e integración
Pérdida del trabajo precario y desprotegido
No inclusión en los esquemas de apoyo a los ingresos de COVID-19, provisión 
de vivienda programas o subsidios/exenciones de alquiler
Incapacidad para mantener un estatus migratorio regular

Inseguridad de los medios de vida 
y de los ingresos

Fuente:. (Guadagno 2020)
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Generalmente, las personas migrantes y refugiadas tienen 
un acceso limitado a mascarillas adecuadas (como las FFP2) 
y a productos de higiene. 93 Por otra parte, los migrantes 
y refugiados a menudo viven en hogares y refugios 
superpoblados y multigeneracionales, lo que podría llevar 
a la incapacidad de seguir los protocolos de distancia 
social recomendados. 94 La movilidad y el desplazamiento 
de las poblaciones migrantes y refugiadas, así como sus 
condiciones de trabajo (baja probabilidad de un trabajo a 
distancia) , aumentan su exposición al virus.95 

Por otro lado, la prestación de asistencia a las poblaciones 
desplazadas internacionalmente puede ser un desafío. Por 
ejemplo, el acceso a la asistencia sanitaria para las personas 
migrantes y refugiadas varía según la normativa de cada 
país y depende de las estructuras de los sistemas de salud 
locales. Mientras que en algunos países de América Latina y 
el Caribe existe una cobertura sanitaria universal, en otros 
se exige un estatus migratorio regular para acceder a los 
servicios de salud. Las diferencias en el acceso a la salud en la 
región pueden aumentar el riesgo en el desplazamiento de 
las personas migrantes y refugiadas a través de las fronteras.

Las personas migrantes y refugiadas con frecuencia 
desconocen las estructuras y políticas sanitarias de los 
distintos países, y algunas de estas diferencias pueden ser 
motivo de preocupación en relación con las prácticas 
sanitarias, el nivel de conocimientos en materia de salud 
y las diferencias culturales, lo que puede repercutir en el 
acceso de estas personas a la atención de salud. 96 Las 
barreras lingüísticas también influyen en el acceso a la 
atención de salud de las personas migrantes y refugiadas, 
lo que repercute en la comprensión y, en consecuencia, en 
la adhesión a las medidas de prevención sanitaria, que son 
esenciales para contener una pandemia.97

Una de las principales estrategias de control epidemiológico 
fue la identificación temprana de casos para prevenir 
la propagación del virus. Sin embargo, es posible que 
esta estrategia no considerara a la población migrante y 
refugiada, especialmente a la que se encuentra en situación 
irregular, que probablemente no busque atención de salud 

93	  Guadagno 2020.
94	  Guadagno 2020; Brito 2020.
95	  Brito 2020.
96	  Ventura e Yujra 2019.
97	  Guadagno 2020.
98	  Ventura e Yujra 2019; Brito 2020; Guadagno 2020.
99	  Brito 2020; Guadagno 2020.
100	 Brito 2020; Guadagno 2020.
101	 Ibidem.
102	 Brito 2020.
103	 Ibídem.
104	 Organización Mundial de la Salud (OMS) 2021.
105	 Organización Mundial de la Salud (OMS) s.f.
106	 La evaluación se centró en destacar las situaciones que enfrentan las personas mayores en movimiento en dos contextos diferentes; 1) en Colombia, 
Ecuador y Perú, donde el desplazamiento se caracteriza principalmente por los desplazamientos mixtos (migrantes y refugiados) de Venezuela, y 2) El Salvador 
y Honduras, caracterizados principalmente por los flujos de desplazamiento interno resultantes de la violencia de las pandillas, los retornos y las dificultades 
socioeconómicas causadas por la pandemia. HelpAge y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) 2022.

a menos que se encuentre en una condición muy severa. 
98 Esto puede deberse a la falta de cobertura de salud99 
y debido al temor de ser reportados a las autoridades de 
inmigración100, ser arrestados o incluso deportados al lugar 
donde se vieron obligados a irse.

Aun cuando las personas migrantes y refugiadas busquen 
asistencia de salud, cuando la provisión de salud y de 
medicamentos no es gratuita, es posible que no logren 
costear su tratamiento. 101 Las personas migrantes y 
refugiadas con enfermedades crónicas subyacentes (como 
hipertensión, problemas cardíacos y pulmonares, diabetes, 
obesidad y cáncer) no podrían continuar su tratamiento 
debido al costo102 lo que aumentaría su riesgo de desarrollar 
enfermedades graves.103. La falta de atención preventiva 
supone mayor riesgo porque puede propiciar que las 
personas migrantes y refugiadas desarrollen síntomas graves 
y necesiten servicios de emergencias que con frecuencia 
están saturados 104 y con un cupo limitado en las unidades 
de cuidados intensivos (UCI). 

Otro factor que fue fundamental para combatir la 
pandemia de COVID-19 fue considerar la edad. En los 
primeros momentos, se detectó que las personas mayores 
presentaban mayor riesgo de desarrollar una enfermedad 
grave105 por contraer el virus y tenían más probabilidades 
de padecer una enfermedad crónica subyacente, lo que 
frecuentemente conlleva la necesidad de una mayor 
asistencia sanitaria. La cuestión de la creación de medidas de 
protección para las personas mayores durante la pandemia 
suscita especial preocupación con respecto a las personas 
migrantes y refugiadas. Incluso antes de la pandemia, la 
búsqueda de servicios de asistencia sanitaria era una de las 
razones que obligaban a las personas mayores a emigrar, 
incluida la población migrante venezolana. 

Las personas mayores desplazadas por la fuerza en las 
Américas106 se enfrentaron a un acceso limitado a la 
atención de salud, no sólo en relación con el COVID-19, sino 
también por condiciones de salud previas. Adicionalmente, 
la disminución del contacto diario con sus familias y de las 
actividades psicosociales en las comunidades de acogida, 
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impactó en su salud mental y bienestar. La exclusión previa 
de las personas mayores en el mercado laboral empeoró 
su acceso a los ingresos, lo que les impidió satisfacer 
sus necesidades básicas, incluidas las de alimentación y 
medicamentos. 107 Por otra parte, los obstáculos para 
obtener la documentación migratoria aumentaron su 
vulnerabilidad, su marginación y mantuvieron su situación 
invisible para las autoridades públicas. 

Respecto a la salud mental y los impactos psicosociales, la 
propia pandemia, como situación extrema, puede plantear 
e incrementar manifestaciones negativas como ansiedad, 
depresión, preocupaciones excesivas, trastornos del sueño, 
etc.108 Las personas venezolanas desplazadas pueden sentir 
otra serie de impactos negativos en su salud mental y 
psicosocial debido a su condición de personas migrantes y 
refugiadas durante la pandemia. Se ha producido un aumento 
de las narrativas xenófobas, racistas y antiinmigrantes, 
incluyendo narrativas que relacionan falsamente la migración 
con mayor riesgo de infección por COVID-19, durante la 
pandemia, lo que podría deteriorar aún más la salud mental 
de las personas migrantes y refugiadas.109

El Plan Regional de Respuesta a Refugiados y Migrantes 
(RMRP) de la R4V  mencionó que durante 2020, las 
medidas de confinamiento necesarias y las restricciones de 
viaje impactaron en la  pérdida de ingresos de migrantes y 
refugiados venezolanos y su dificultad para acceder a bienes 
y servicios, incluida la no integración sistemática en las redes 
de seguridad social creadas para los locales.   110 Asimismo, 
los desplazamientos pendulares a través de las fronteras 
y los desplazamientos de retorno a Venezuela, como 
consecuencia de la crisis del COVID-19, incrementaron el 
desafío en la región de América Latina y el Caribe. El RMRP 
también corrobora explícitamente  que el estatus migratorio 
irregular y el idioma (en países de habla no hispana) eran 
obstáculos para acceder a  los servicios de salud esenciales y 
mencionó la falta crítica de datos sobre la asistencia de salud 
que  reciben los migrantes y refugiados. 111

Con respecto a 2021, el RMRP112 enfatizó en las dificultades 
de las personas migrantes y refugiadas para obtener 
documentación y señaló el cierre de las fronteras como 
una tendencia que aumentó su vulnerabilidad no sólo a 
contraer el COVID-19 sino también a otras violaciones 
de los derechos humanos, como la trata de personas, la 

107	 HelpAge y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) 2022.
108	 Fundación Oswaldo Cruz 2020.
109	 Guadagno 2020.
110	 RMRP 2021.
111	 RMRP 2021.
112	 RMRP 2022.
113	 RMRP 2022, ver también Guadagno 2020.
114	 Organización Mundial de la Salud (OMS) 2021.
115	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 2020.
116	 Organización Mundial de la Salud (OMS), Europa 2020.
117	 Brito 2020.
118	 Organización Mundial de la Salud (OMS) 2021.

explotación y el abuso. Además, el RMRP concluye que el 
cierre de las fronteras dificultaba la solicitud de protección 
internacional113 y podría obstaculizar la obligación de no 
devolución  del Estado, el interés superior de la niña/ el niño 
y el principio de no discriminación.114

5.2  REACCIÓN DEL GOBIERNO A LA 
PANDEMIA DE COVID-19

Los países de América Latina y el Caribe se movilizaron 
rápidamente para contener el nuevo COVID-19 y evitar la 
propagación del virus. Incluso con anterioridad a la pandemia 
de COVID-19, los países de la región ya se enfrentaban a 
grandes desafíos a la hora de gestionar el flujo migratorio 
mixto venezolano en busca de mejores condiciones de vida 
en general, incluyendo, entre otras cosas, la búsqueda de un 
mejor acceso a la salud. 

La realidad de los países de América Latina y el Caribe, como 
los altos niveles de empleo informal, una protección social 
restringida y una infraestructura sanitaria limitada, supuso 
un verdadero desafío para aplicar el distanciamiento social, 
aplicar medidas de bloqueo para contener la propagación 
del virus y hacer frente a la pandemia.115 Garantizar el 
acceso apropiado a la atención de salud para las personas 
migrantes y refugiadas es fundamental para la respuesta 
efectiva al brote de COVID-19116, ya que este grupo es 
particularmente vulnerable a ser afectado por el virus.117

Cuando los desplazamientos a través de las fronteras se 
detuvieron oficialmente, persistieron los desplazamientos 
migratorios irregulares, la mayoría de ellos a través de rutas 
no oficiales, creando varios grados de vulnerabilidad que 
expusieron a los migrantes y refugiados a grupos criminales 
y armados, así como a la violencia de género y la trata 
de personas. Los migrantes y refugiados de Venezuela 
necesitaban moverse a través de las fronteras para llegar 
a su país de destino o transitar a otro, sin embargo, la falta 
de acceso a las autoridades migratorias para regularizar 
el estatus también impidió el acceso a la protección, los 
servicios de salud, entre otras redes de seguridad social.  
Además, las entradas irregulares en los países plantearon un 
desafío para la evaluación de la salud, el seguimiento y118 el 
monitoreo de los casos de COVID-19.
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De acuerdo con la OMS, las restricciones de viaje por sí 
mismas tienen un efecto modesto en la propagación del 
COVID-19 mientras que el distanciamiento social, las 
prácticas de higiene, las pruebas, el rastreo y la cuarentena 
resultan ser más eficientes.119 En consecuencia, el Comité 
de Revisión del Funcionamiento del Reglamento Sanitario 
Internacional (2005) durante la Respuesta al COVID-19 
menciona que las restricciones preventivas a los viajes son 
útiles desde el principio y, junto con las medidas sanitarias 
integrales, pueden influir en el retraso de la epidemia en 
sus países, sin embargo, mantener restricciones estrictas 
a los viajes con una notificación insuficiente o durante 
largos períodos de tiempo puede afectar a los derechos 
humanos120, especialmente para las personas migrantes y 
refugiadas de Venezuela en América Latina y el Caribe. 

Debido a la pandemia, incluso las personas que no estaban 
dispuestas a retornar a Venezuela a corto o medio plazo se 
vieron en la necesidad de regresar, o al menos lo intentaron, 
ya que el registro mostró un aumento en el número de 
migrantes que regresaron a Venezuela, especialmente por 
tierra y con gran parte de ellos infectados con el SARS-
COV-2.121

Considerando el Reglamento Sanitario Internacional (RSI), 
OPS recomendó a 122 los Estados reforzar la vigilancia 
epidemiológica en los puntos de entrada, garantizando 
que toda la información sanitaria incluya la nacionalidad, 
la edad, el género y los factores de riesgo para hacer un 
seguimiento de los casos mientras las personas migrantes y 
refugiadas están en el territorio del país. En consecuencia, 
reforzar la colaboración transfronteriza en el intercambio 
de información con las autoridades sanitarias para potenciar 
el desarrollo de capacidades en materia de prevención e 
identificación precoz del COVID-19 a todo el personal que 
trabaja en los puntos transfronterizos. El documento también 
incluye recomendaciones sobre estrategias de prevención, 
detección, aislamiento, tratamiento y cuarentena, teniendo 
en cuenta también los refugios, las personas desplazadas 
en zonas remotas, las personas migrantes y refugiadas que 
entran en el país, las personas en tránsito y las que retornan. 

Incluso con anterioridad a la pandemia, la Oficina Sanitaria 
Panamericana (PASB) había fortalecido su cooperación 
técnica en Venezuela y en los países vecinos, como 
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana y Perú. 
En Venezuela, la PASB intensificó su cooperación técnica 
con el Ministerio de Salud y organizaciones internacionales 
y locales para, entre otras estrategias, mejorar la gestión 
de los sistemas de salud y la prevención, el control y la 

119	 Organización Mundial de la Salud (OMS) 2021.
120	 Aavitsland, et al. 2021.
121	 Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2020, 1.
122	 Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2021.
123	 Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2020.
124	 Organización Panamericana de la Salud (OPS) 2021.

respuesta a diferentes enfermedades. Con el brote de 
COVID-19, la Oficina apoyó la preparación y la respuesta al 
mismo, incluyendo la vacunación y asegurando la protección 
del personal de salud y de la población en general.123

En los países vecinos, se establecieron o reforzaron las 
oficinas en terreno en las áreas fronterizas con el objetivo de 
apoyar a los sistemas de salud en la vacunación y la vigilancia 
epidemiológica para responder a las personas migrantes y 
refugiadas venezolanas y a las necesidades de la población 
de acogida. Por ejemplo, en Argentina, la PASB colaboró 
con la OIM, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR) y otros partenariados en 
los centros de recepción de venezolanos para concienciar 
y desarrollar actividades de formación para la prevención, 
la detección temprana y la respuesta rápida a los casos 
sospechosos de COVID-19. Roraima, el estado brasileño 
en la frontera con Venezuela, recibió apoyo para la atención 
primaria de salud y para ampliar la atención hospitalaria en 
Pacaraima, en la frontera, y en Boa Vista, la capital. En Chile, 
la PASB proporcionó asistencia técnica para formar a los 
equipos en terreno, en el marco del RSI, y para desarrollar 
un Plan Nacional de Salud para Personas Migrantes basado 
en sus necesidades específicas. En Colombia, la PASB 
trabajó con sus partenariados para proporcionar unidades 
móviles de salud y kits de protección a las Secretarías de 
Salud en diferentes departamentos priorizados en función 
de la incidencia de COVID-19 y del alto tránsito de 
población desplazada. En Ecuador, entre otras actividades, 
la PASB desarrolló una misión conjunta con el Ministerio 
de Salud en la frontera norte para evaluar a las poblaciones 
en situación de movilidad en el contexto del COVID-19 
e identificar áreas de cooperación. En Guyana, la Oficina 
colaboró con el Ministerio de Salud Pública en el monitoreo 
de las necesidades de las poblaciones desplazadas para 
fortalecer la vigilancia epidemiológica, entre otras estrategias 
para enfrentar las enfermedades con tendencia epidémica, 
incluyendo programas de inmunización y vacunación de 
las personas migrantes a su llegada. En Perú, la OPS es 
miembro activo del grupo interagencial para migrantes 
y refugiados y ofrece apoyo al Ministerio de Salud para 
mejorar los servicios de salud en las zonas de mayor 
tránsito de migrantes. La Oficina también ofreció formación 
en la frontera trinacional peruana, colombiana y brasileña 
sobre la detección temprana y la respuesta a los brotes en 
el marco del RSI.124

El desarrollo de vacunas es fundamental para progresar 
en las estrategias de mitigación del COVID-19. Se instó 
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a los países a explorar vías y coordinar esfuerzos dentro 
de sus sistemas de salud para garantizar el derecho a la 
salud de las personas migrantes y refugiadas y, por ende, el 
acceso a la vacunación, factor determinante para contener 
la pandemia de COVID-19. La inclusión explícita y proactiva 
de las poblaciones desplazadas, independientemente de su 
estatus, en las estrategias de vacunación fue una estrategia 
fundamental que reconoce la interdependencia de la salud 
de las personas migrantes y la salud pública y una importante 
estrategia de comunicación para este grupo que a menudo 
se enfrenta a situaciones de exclusión y vulnerabilidad.125

125	 Al-Oraibi, et al. 2021.
126	 RMRP 2022.

Durante el año 2021, aunque con dificultades logísticas y 
obstáculos relacionados con la documentación, todos los 
países incluidos en el presente estudio incluyeron a las 
personas migrantes y refugiadas venezolanas en la campaña 
de vacunación. 126 Considerando los trece estados miembros 
del Proceso de Quito, nueve de ellos tienen más del 70% de 
su población totalmente vacunada. Los datos de vacunación 
de los trece países, a junio de 2022, pueden observarse a 
continuación (figura 7).  

Figura 7. Proporción de personas vacunadas contra COVID-19

    

Fuente: (Panel de control de la OMS sobre el coronavirus (COVID-19))
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Aunque los avances significativos en cuanto a tratamientos, 
vacunación y atención de salud amplían las posibilidades de 
prevención y mitigación de la pandemia, las personas más 
vulnerables siguen enfrentándose a diversas dificultades para 
acceder a una atención de salud adecuada en toda la región. 

La pandemia de COVID-19 abrió amplias disparidades, 
incluso en lo que respecta al derecho a la salud de las 
personas migrantes y refugiadas, y desafió a los países a 
responder dentro de sus limitaciones. La dificultad para 
garantizar el acceso a la atención de salud de las personas 
migrantes y refugiadas, el aumento del ingreso irregular y la 
dificultad para mapearlo, la pérdida masiva de empleos, el 
desalojo de los hogares y las posibilidades de deportación 
fueron algunos de los desafíos que enfrentaron los países 
de la región en este sentido. Mantener en su agenda a 
la población migrante y refugiada de Venezuela, ante la 
adversidad de la pandemia del COVID-19, creó la necesidad 
de ampliar el debate sobre el tema, más allá de las fronteras 
de cada país.

5.3 REPERCUSIÓN EN EL PROCESO DE 
QUITO

El debate sobre la diáspora venezolana en el Proceso de 
Quito fomentó un espacio para que los países compartieran 
un objetivo común, pero en 2020, también se convirtió en 
una oportunidad de apoyo regional para mitigar la pandemia 
del COVID-19. Considerando el numeroso contingente de 
personas migrantes y refugiadas en toda América Latina 
y el Caribe, y que el proceso de regularización depende 
directamente de las leyes nacionales y de los procesos internos, 
el Proceso de Quito, como articulación regional estratégica, 
tiene un sólido impacto en la vida de las personas migrantes 
y refugiadas venezolanas y puede tener un gran impacto en el 
acceso a la salud de la población venezolana desplazada. 

El Proceso de Quito precisó de ajustes, para incluir acciones 
específicas que abordaran el COVID-19. En septiembre de 
2020, el Capítulo de Santiago fue el primero en destacar 
la preocupación por el COVID-19 en su declaración 
conjunta. La primera inclusión del tema en las agendas de 
los países tuvo como objetivo hacer un llamado de atención 
sobre la pandemia de COVID-19 y sus duros efectos en 
las comunidades de acogida en general, pero también las 
repercusiones en la población migrante y refugiada. En 
mayo de 2021, durante el siguiente capítulo en Lima, los 
países dieron un paso más e iniciaron el debate sobre la 
importancia de la coordinación regional para el acceso a la 
salud durante la pandemia de COVID-19 para las personas 
migrantes y refugiadas.

©OIM Brasil/Ana Paula Lima

La OIM visita comunidades indígenas de difícil acceso con migrantes y refugiados venezolanos y brasileños para brindar 
atención médica, en Roraima, Brasil. 
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Tabla 4. Acciones del Proceso de Quito para afrontar el COVID-19

CAPÍTULO127 PÁRRAFO DE LA DECLARACIÓN CONJUNTA

CAPÍTULO VI
Santiago

1. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros con una respuesta eficiente a la crisis 
migratoria y humanitaria venezolana, desde un enfoque de derechos humanos, que en medio 
de la pandemia de COVID-19 ha logrado fortalecer el Proceso de Quito como una iniciativa 
intergubernamental de intercambio de información, buenas prácticas y programas conjuntos;

6. Invitar a los Estados Miembros a implementar, de conformidad con su derecho interno y 
teniendo en cuenta sus diferentes realidades, políticas y prioridades, las recomendaciones de 
los talleres temáticos:

j. Instar al intercambio de información y buenas prácticas para asistir y atender las necesidades de 
las personas migrantes y refugiadas venezolanas en el contexto de la pandemia del COVID-19, 
incluyendo acciones de prevención y protección de  poblaciones vulnerables e indígenas de 
zonas fronterizas;

10. Resaltar los ámbitos de trabajo previos a la VI Reunión - Capítulo Santiago organizados 
por la Presidencia Pro Tempore en el contexto de la pandemia COVID-19, destacando la alta 
participación de los Estados, de los Países Encargados Principales de los ejes temáticos, de 
la Secretaría Técnica, Organismos Internacionales y Puntos Focales Técnicos en los talleres y 
reuniones convocadas para responder a la crisis migratoria y humanitaria venezolana;128

CAPÍTULO VII
Lima

5. Expresar su preocupación por los efectos de la pandemia de COVID-19 en la región y 
exhortar a los países miembros a seguir trabajando en la  identificación de mecanismos para el 
intercambio de información y buenas prácticas para dar así una asistencia sanitaria coordinada e 
inclusiva para migrantes y refugiados venezolanos, en particular en lo referente a los mecanismos 
de vacunación y salud mental;

8. Invitar a los países miembros a implementar, de conformidad con su legislación interna y 
teniendo en cuenta sus diferentes realidades, políticas, capacidades y prioridades, apliquen las 
siguientes recomendaciones emanadas de los talleres temáticos:129

p) Exhortar a los países miembros a coordinar e implementar acciones para asistir y atender las 
necesidades de las personas migrantes y refugiadas venezolanos en el contexto de la pandemia 
por COVID-19, que contrarrestan la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran por 
las diversas determinantes sociales que pueden afectar su ejercicio del derecho a la salud 
incluyendo acciones de prevención, vacunación universal y acompañamiento psicosocial para el 
cuidado comunitario de la salud mental, incluyendo la atención de las secuelas tras infección por 
COVID-19, familiares de las personas fallecidas y trabajadores sanitarios;130

127	Las Declaraciones Conjuntas se pueden consultar en el sitio web oficial del Proceso de Quito: https://www.procesodequito.org/en/declarations
128	  Declaración conjunta de la VI Reunión Técnica Internacional sobre Movilidad Humana de Ciudadanos Venezolanos en la Región. Capítulo de Santiago 2020.
129	 El apartado k del punto 8 también menciona las acciones dirigidas a las medidas sanitarias para el VIH-SIDA y COVID-19: “Adoptar la estandarización 
de la terapia antirretroviral y constituir una Comisión Regional para diseñar un Plan de Acción transfronterizo, basado en las particularidades de cada sistema 
de salud y así garantizar la cobertura asistencial de las personas desplazadas que viven con el VIH, acelerando la transición a la TLD (Tenofovir, Lamivudina y 
Dolutegravir). Esta acción es directamente complementaria a las acciones dirigidas a dar respuesta al COVID-19 y considerará las recomendaciones técnicas de 
los organismos internacionales que acompañaron los debates entre los países anfitriones sobre este tema” (Proceso de Quito 2021).
130	 Declaración Conjunta de la VII Reunión Técnica Internacional sobre Movilidad Humana de Ciudadanos Venezolanos en la Región. Capítulo Lima 2021.
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6. SERVICIOS DE ATENCIÓN DE SALUD PRESTADOS A 
PERSONAS MIGRANTES Y REFUGIADAS VENEZOLANAS 
EN LA REGIÓN 

131	 Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2018.
132	 Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2018.
133	 Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2018.
134	 La Secretaría Técnica es el órgano de asesoramiento técnico que coordina, prepara y ejecuta todos los asuntos del Proceso de Quito. La Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM), junto con el ACNUR, coordina la Secretaría Técnica del Proceso de Quito para permitir la implementación de los 
acuerdos alcanzados por los países.
135	 Los talleres son una oportunidad para el debate entre los Estados, la presentación de las mejores prácticas y el establecimiento de la agenda. Asimismo, 
los extractos de la declaración conjunta se obtienen de las conclusiones de los talleres.

En la región de América Latina y el Caribe, la intensificación 
del flujo migratorio procedente de Venezuela dirigió a los 
Estados a adaptar sus normativas para ampliar la protección 
de las personas migrantes y refugiadas en general o a 
impulsar aún más sus políticas migratorias existentes en 
esa dirección. La regularización de las personas migrantes a 
través de leyes nacionales de residencia, estancia temporal 
o determinación de la condición de refugiado- persiste 
como un componente clave para determinar el acceso y 
la cobertura sanitaria en algunos países, mientras que otros 
adoptan la cobertura sanitaria universal y desvinculan el 
acceso a la salud de la condición migratoria. El acceso a la 
atención de salud de migrantes y refugiados en situación 
irregular se aborda de manera diferente en los países de 
América Latina y el Caribe, desde el acceso sin restricciones 
hasta un alcance limitado o sólo la atención de emergencia.131

Es importante señalar que un análisis del derecho a la salud 
de las personas migrantes y refugiadas en un país específico 
debe considerar necesariamente el tipo de cobertura que 
ofrece el Estado a los nativos y residentes. Además, en la 
mayoría de los países de América Latina y el Caribe, los 
servicios públicos de salud disponibles son limitados para la 
población en general, no sólo para inmigrantes y refugiados, 
132 lo que supone un reto mayor para el país, especialmente 
durante una crisis como la pandemia de COVID-19.

Los Estados de la región han considerado los desafíos que 
enfrentan las personas venezolanas, y otras poblaciones 
migrantes y refugiadas, en los países de acogida y han 
introducido una serie de medidas normativas e institucionales 
con el objetivo de garantizar una migración regular y segura, 
al mismo tiempo que abordan los desafíos cada vez más 
complejos que se enfrentan a nivel regional y global, al 
iniciarse la pandemia de COVID-19. 

6.1 METODOLOGÍA DEL ESTUDIO

Entre marzo y junio de 2022, los trece estados miembros 
del Proceso de Quito fueron invitados a responder un 
cuestionario en línea sobre el acceso a la salud de personas 
migrantes y refugiadas venezolanas en cada país. La Secretaría 
Técnica133 del Proceso de Quito, envió el cuestionario a 
los puntos focales134 del Proceso de Quito y solicitó que 
cada punto focal coordinara la respuesta del país con su 
Ministerio de Salud u organismo rector relacionado con la 
salud. El cuestionario (anexo A) contemplaba qué servicios 
de salud se prestaban a la población migrante y refugiada 
de Venezuela antes y durante la pandemia de COVID-19. 
El cuestionario se centraba específicamente en las políticas 
sanitarias aplicadas a las personas migrantes y refugiadas de 
Venezuela y se subdividía en: (a) acceso a la salud antes de 
la pandemia y (b) servicios de salud prestados durante la 
pandemia de COVID-19. Ambas partes también contenían 
preguntas sobre la recopilación de datos sobre salud y 
vacunación. 

A su vez, la Secretaría Técnica del Proceso de Quito 
proporcionó las actas del taller entre los Estados miembros 
en el eje temático COVID-19.135 Las actas del taller 
realizado en los Capítulos de Santiago, Lima y Brasilia fueron 
analizadas como parte de la metodología de este estudio.

6.2 RESPUESTA DE LOS ESTADOS 
MIEMBROS DEL PROCESO DE QUITO 
AL ESTUDIO

Los representantes de diez (10) estados miembros 
respondieron a la encuesta: Argentina, Brasil, Colombia, 
Costa Rica, Ecuador, Guyana, México, Perú, República
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Dominicana y Uruguay. Los representantes pertenecían a los respectivos Ministerios de Salud de cada país, excepto en el 
caso de México, que fue contestado por un representante de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR). 136 
La información descrita en esta sección se obtuvo de la respuesta del país informada a través de la encuesta mencionada. 
También se incluyó información adicional de las mesas redondas del Proceso de Quito, a las cuales se hizo referencia directa.

6.2.1.  Atención de Salud antes de la pandemia de COVID-19

Figura 8. Acceso a la atención de salud de las personas migrantes y refugiadas venezolanas antes de la 
pandemia

136	 La Comisión Mexicana de Ayuda a los Refugiados es el organismo del Gobierno de México encargado de tramitar las solicitudes de reconocimiento de la 
condición de refugiado.
137	 La Comisión Mexicana de Ayuda a los Refugiados es el organismo del Gobierno de México encargado de tramitar las solicitudes de reconocimiento de la 
condición de refugiado.
138	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, Perú, República Dominicana y Uruguay.
139	 “Referencia” se refiere a la pregunta del cuestionario, en la que se consultó a los países si existía algún trámite obligatorio para acceder al servicio de salud.
140	 Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guyana, Perú, República Dominicana y Uruguay.

6.2.1.1 Atención de Emergencia137

Figura 9. Acceso de las personas migrantes 
y refugiadas venezolanas a los servicios de 
emergencia antes de la pandemia

Los 10 países mencionaron que el acceso a la atención 
de salud de emergencia se ofrece independientemente 
de que sean personas migrantes venezolanas y del estatus 
migratorio de refugiado, y siete (7/10) 138 mencionaron que 
no se requiere proporcionar ninguna documentación y/o 
referencia139 para acceder al servicio. El principal requisito 
de otros países es un documento de identificación personal 
para acceder al servicio. Nueve (9/10)140 mencionaron que 
la atención de emergencia es gratuita. 

0

2

4

6

8

10

Acceso gratuito Personas con
estatus migratorio
irregular pueden

acceder

No se requiere 
documento 

de identi�cación

9
10

7

Acesso Gratuito              Las personas con estatus migratorio irregular pueden acceder              No se requiere documento de identi
cación

Emergencia Atención Primaria Secundária/Terciária Vacunación Salud Mental
y Apoyo Psicosocial

0

2

4

6

8

10

9 9 9
10

7 7 7 7
8 88

6 6 6
5

32



Acceso a los Servicios de Salud para Personas Migrantes y Refugiadas de Venezuela en los Estados Miembros del Proceso de Quito durante la Pandemia COVID-19.

6.2.1.2.  Atención Primaria de Salud 141

Según ocho (8/10) estados142, las personas migrantes y refugiadas venezolanas tienen pleno acceso a la atención primaria de salud, 
independientemente de su situación migratoria, y siete (7/10)143 países respondieron que el servicio es gratuito. Dos (2/10)144 
ofrecen un acceso limitado a estos servicios; en ambos países, la población migrante y refugiada debe estar afiliada al sistema de 
seguro médico. Seis (6/10) estados145 respondieron que a las personas migrantes y refugiadas venezolanas no se les exige ninguna 
documentación y/o referencia para acceder a la atención primaria de salud. El principal requisito de otros estados miembros es un 
documento de identificación personal para acceder al servicio. 

141	  Esto incluye un conjunto de servicios que van desde la promoción de la salud (por ejemplo, mejores pautas de nutrición) y la prevención (por ejemplo, 
vacunación y planificación familiar) hasta el tratamiento de enfermedades agudas e infecciosas, el control de enfermedades crónicas, los cuidados paliativos y la 
rehabilitación. Administración de medicamentos, calibración, control de la presión arterial.
142	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, México, Perú, República Dominicana y Uruguay.
143	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, Perú, República Dominicana y Uruguay.
144	 Colombia y Costa Rica.
145	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, República Dominicana y Uruguay.
146	 Componente de Atención Primaria de Salud (entre los servicios prestados se pueden mencionar, la planificación familiar, los servicios relacionados con el 
embarazo (atención prenatal, atención postnatal, atención al recién nacido), incluyendo la atención calificada en el parto y la atención obstétrica de emergencia, 
la prevención del VIH y el diagnóstico y tratamiento de las ETS, la prevención y el diagnóstico precoz del cáncer de mama y de cuello uterino, la salud sexual 
y reproductiva de las personas adolescentes y la atención a personas supervivientes de la violencia de género, con la seguridad de los productos de salud 
reproductiva y la gestión clínica de la violencia sexual.
147	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, México, Perú, República Dominicana y Uruguay.
148	 Tratamiento Especializado y apoyo prestado por médicos y otros profesionales de la salud a pacientes que han sido derivados a ellos para recibir atención 
especializada específica, en la mayoría de los casos prestada en hospitales. Estos servicios suelen ser más especializados, y por lo general incluyen una gama 
más amplia de servicios de diagnóstico, como servicios de rayos X y de laboratorio de patología; también pueden incluir tratamientos especializados, como 
quirófanos, radioterapia y determinadas terapias farmacológicas que habitualmente no están disponibles en la atención primaria. Este nivel implica una atención 
dirigida a áreas como la pediatría, la cardiología, la neurología, la ortopedia, la psiquiatría, la ginecología y otras especialidades médicas.
149	 La Atención Terciaria o de alta complejidad designa el conjunto de terapias y procedimientos altamente especializados. También organiza los 
procedimientos que implican alta tecnología y/o altos costes, como la oncología, la cardiología, la oftalmología, los trasplantes, los partos de alto riesgo, 
la traumato-ortopedia, la neurocirugía, la diálisis y la otología. También incluye asistencia en cirugía reconstructiva, cirugía bariátrica, cirugía reproductiva, 
reproducción asistida, genética clínica, terapia nutricional, distrofia muscular progresiva, osteogénesis imperfecta y fibrosis quística. Entre los procedimientos 
ambulatorios de alta complejidad se encuentran la quimioterapia, la radioterapia, la hemoterapia, la resonancia magnética y la medicina nuclear, además del 
suministro de medicamentos excepcionales, como prótesis óseas, marcapasos, stents cardíacos, etc.

En términos de Atención a la Salud Sexual y Reproductiva146, 
ocho (8/10) países147 mencionaron que cuentan con atención 
para las personas migrantes y refugiadas venezolanas en el 
mismo ámbito de la atención primaria de salud. 

Figura 10. Acceso de las personas migrantes y 
refugiadas venezolanas a la atención primaria de 
salud antes de la pandemia
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6.2.1.3.  Atención Secundaria148 y Atención 
Terciaria149

Figura 11. Acceso de las personas migrantes y 
refugiadas venezolanas a la atención de salud 
especializada antes de la pandemia
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Siete (7/10) países150 ofrecen atención especializada y de 
alta complejidad a las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas, independientemente de su situación migratoria. 
Seis (6/10)151 de los estados miembros respondieron que 
no hay requisitos de documentación y/o referencia para 
que personas migrantes y refugiadas accedan a este servicio. 
El principal requisito de los demás estados miembros es 
un documento de identificación personal para acceder al 
servicio. Seis (6/10) países152 ofrecen atención secundaria 
y terciaria gratuita para todas las personas, incluidos los 
migrantes y refugiados venezolanos. En tres (3/10) países153 
las personas migrantes y refugiadas venezolanas deben 
estar afiliadas al sistema de seguro médico para acceder a 
la atención secundaria. En Perú, embarazadas, niñas y niños 
menores de cinco años pueden afiliarse al sistema de seguro 
de forma gratuita.

6.2.1.4.  Acceso a vacunas (no a las vacunas 
COVID-19) 

Figura 12. Acceso de las personas migrantes 
y refugiadas venezolanas a los servicios de 
vacunación antes de la pandemia
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Nueve (9/10) países154 declararon que las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas están incluidas en 
sus programas nacionales de vacunación, para adultos, 
niñas y niños, dirigidos a grupos de edad específicos y/o 
personas con factores de riesgo, independientemente de su 
nacionalidad o estatus migratorio. Las vacunas son gratuitas 
y las personas migrantes y refugiadas venezolanas siguen el 

150	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, México, República Dominicana y Uruguay.
151	 Argentina, Brasil, República Dominicana, Ecuador, Guyana y Uruguay.
152	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, República Dominicana y Uruguay.
153	 Colombia, Costa Rica y Perú.
154	 Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, México, Perú, República Dominicana y Uruguay.
155	 Argentina, Ecuador, Guyana, México, Perú, República Dominicana y Uruguay.
156	 Argentina, Brasil, República Dominicana, Ecuador y Guyana.
157	  Colombia y Ecuador.
158	 Brasil, Perú y Uruguay.
159	 Guyana.

mismo protocolo y calendario que se ofrece a la población 
de acogida. Además, siete (7/10) países155 mencionaron que 
la tarjeta de vacunación venezolana es reconocida como 
prueba de vacunación. 

Para recibir la inmunización disponible, no se requiere 
ninguna documentación en cinco (5/10) países. 156 El 
principal requisito de otros estados miembros para acceder 
a la inmunización es un documento de identificación 
personal. Para superar esta barrera, Perú mencionó que en 
caso de no contar con un documento que los identifique, se 
generará un código para su registro y monitoreo. 

Algunos países157 mencionaron la coordinación con otras 
dependencias, así como la cooperación internacional, 
para desarrollar campañas de difusión de los puntos de 
vacunación y garantizar el acceso universal a este servicio 
entre la población venezolana en situación irregular. Algunos 
países158 mencionaron lineamientos específicos dirigidos a la 
población que no puede demostrar la vacunación previa, y 
otro país159 informó que los departamentos regionales de 
salud realizan actividades de difusión para llevar los servicios, 
incluidos los de inmunización para población migrante, a los 
lugares donde se encuentran.
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6.2.1.5.  Salud Mental y Apoyo 
Psicosocial160

Figura 13. Acceso de las personas migrantes 
y refugiadas venezolanas a MHPSS antes de la 
pandemia
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Las emergencias de salud mental161 que pueden amenazar 
la vida de una persona están incluidas en los servicios de 
emergencia, y los 10 estados mencionaron que las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas tienen acceso a ellos. 
Ocho (8/10) países162 informaron que el acceso a la atención 
de salud de emergencia se ofrece independientemente del 
estatus migratorio y no se requiere ninguna documentación 
y/o referencia para acceder al servicio.

Ocho (8/10) estados163 declararon que ofrecen acceso a la 
Atención de Salud Mental y Apoyo Psicosocial a las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas, independientemente 
de su estatus migratorio, cuando el servicio requerido es 
a través de los centros de atención primaria de salud, de 
forma gratuita. En seis (6/10) estados164 a las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas no se les exige ninguna 
documentación y/o referencia para acceder a los servicios 
de Atención a la Salud Mental y Apoyo Psicosocial a través 
de la atención primaria de salud. En algunos países donde se 
garantiza el acceso, el principal requisito es un documento 
de identificación personal, mientras que en otros países, la 
población migrante y refugiada debe estar afiliada al sistema 
de seguro de salud.

160	 Apoyo para proteger o promover la salud mental y el bienestar psicosocial. El tratamiento y la prevención de trastornos psiquiátricos como la depresión, 
la ansiedad y el trastorno de estrés postraumático (TEPT). También incluye el apoyo para el bienestar psicosocial general, la ayuda para conectar con otros 
familiares y miembros de la comunidad, o para hacer frente a desafíos personales o problemas prácticos. 
161	 Como el suicidio/las autolesiones deliberadas, la violencia o la agitación/excitación, el estupor/la catatonia, la intoxicación o la abstinencia de sustancias, el 
abuso de alcohol/drogas, el delirio, la depresión/psicosis grave con tendencias suicidas u homicidas, la agitación o el estupor.
162	 Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Guyana, Perú, República Dominicana y Uruguay.
163	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, México, Perú, República Dominicana y Uruguay.
164	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, República Dominicana y Uruguay.
165	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, México, República Dominicana y Uruguay.
166	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, República Dominicana, y Uruguay.
167	 Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, República Dominicana y Uruguay.
168	 Colombia, Costa Rica y Perú.
169	 Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Perú y Uruguay.

Considerando el acceso a la Atención en Salud Mental 
y Apoyo Psicosocial en atención especializada y de alta 
complejidad, siete (7/10) países165 incluyen los servicios a la 
población desplazada, independientemente de su condición 
migratoria. Seis (6/10)166 estados miembros respondieron 
que no se requiere presentar ninguna documentación y/o 
referencia para acceder al servicio. Seis (6/10) países167 
ofrecen atención secundaria y terciaria gratuita para todos, 
incluyendo a las personas migrantes y refugiadas venezolanas. 

En tres (3/10) países,168 las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas deben estar afiliadas al sistema de seguro 
de salud para acceder a la atención secundaria. En Perú, 
embarazadas, niñas y niños entre cero y cinco años pueden 
afiliarse al sistema de seguros de forma gratuita, y se 
necesita documentación personal para proceder al proceso 
de afiliación. 

6.2.1.6.  Recopilación de datos y 
promoción de los servicios de salud

Figura 14. Recopilación de datos sobre Salud y 
Migración
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Antes de la pandemia de COVID-19, siete (7/10) países169 
informaron de la recopilación de datos sobre los servicios 
de salud utilizados por las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas en el país. Los datos generalmente son 
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recopilados por los Ministerios de Salud, las entidades 
gubernamentales de observación de la salud y las bases 
de datos del sistema de salud. En Cinco (5/10)170 países, 
se puede acceder a los datos sobre los servicios que 
utilizan las personas migrantes y refugiadas mediante una 
solicitud formal a la entidad gubernamental responsable 
de la recopilación de datos. Sin embargo, no está claro 
si la variable disponible en la recopilación de datos es el 
estatus migratorio o la nacionalidad (ya que podría incluir a 
migrantes y refugiados venezolanos recientes y a personas 
con largas estancias en el país).

En cuanto a la promoción de los servicios de salud disponibles 
para la población migrante y refugiada venezolana, cuatro 
(4/10) países171 mencionaron una serie de estrategias, entre 
ellas, actividades de sensibilización, sesiones informativas 
en los establecimientos de salud, uso de plataformas de 
comunicación oficiales (sitios web y medios sociales), e 
información a través de los proveedores de salud asignados 
cuando la persona accede al establecimiento de salud por 
primera vez. Guyana mencionó la promoción de la salud y la 
educación sanitaria, a través de grupos de defensa y líderes 
comunitarios, y personas de referencia para la población 
migrante y refugiada venezolana. La República Dominicana 
mencionó que sus estrategias sanitarias son las mismas para 
los migrantes y refugiados que para la población de acogida.

6.2.2. Atención de salud durante la 
pandemia de COVID-19
Por lo general, la mayoría de los países ofrecen acceso a 
la atención de salud a las personas migrantes y refugiadas, 
independientemente de su regularización. Además, durante 
la pandemia, mientras se enfrentaban a un sistema de salud 
sobrecargado y a veces en riesgo de colapso, los países 
que no ofrecían servicios de salud a la población migrante 
y refugiada irregular crearon cambios ad hoc en sus 
legislaciones para garantizar la cobertura y el acceso a toda 
persona migrante y refugiada en tiempos de crisis.

Cuatro (4/10) países172 mencionaron modificaciones en 
el acceso a los servicios de salud durante la pandemia. 
Dichas modificaciones incluyeron el uso de la legislación 
sobre migración y movilidad humana para garantizar el 
acceso de personas migrantes y refugiadas a la atención 
de salud durante la pandemia mediante, por ejemplo, 
el levantamiento de los requisitos de documentos de 
identificación para acceder a las vacunas de COVID-19, 
facilitar su filiación al seguro social, incluyendo la afiliación 

170	 Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guyana, Perú, Uruguay.
171	 Ecuador, Guyana, México y Uruguay.
172	 Colombia, Costa Rica, Ecuador, y Perú.
173	 Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Guyana, México, Perú, República Dominicana y Uruguay.
174	 Argentina, Brasil, Costa Rica y Perú.
175	 Argentina, Colombia, Costa Rica, Ecuador y Perú.

gratuita y a pesar de su regularización, y la priorización de 
la atención de salud a todas las personas con síntomas de 
COVID-19, independientemente de su estatus migratorio o 
de su filiación al seguro de salud. 

Figura 15. Servicios de salud gratuitos y accesibles 
para las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas durante la pandemia de COVID-19
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En el transcurso de la pandemia de COVID-19, los diez 
(10/10) países promovieron estrategias sanitarias para 
afrontar la pandemia que incluían a la población migrante 
y refugiada. Nueve (9/10) países173 declararon que 
ofrecían pruebas y consultas de COVID-19 para todas las 
personas, incluyendo a solicitantes de asilo y migrantes, 
independientemente de su estatus migratorio. Todos los 
países (10/10) respondieron que la población venezolana 
tiene acceso a los servicios de hospitalización relacionados 
con COVID-19 y a las vacunas, incluso para niñas, niños y 
adolescentes, independientemente de su estatus migratorio. 
Costa Rica comenzó primero con personas residentes, 
migrantes y refugiadas con estatus regular, en 2021 se 
extendió a todos, incluidas las personas migrantes y 
refugiadas en situación irregular. Asimismo, algunos países 
mencionaron decretos de emergencia para permitir la 
vacunación con cualquier tipo de identificación y normativas 
nacionales centradas en las necesidades sanitarias de las 
personas migrantes y refugiadas. Cuatro (4/10) países174 
afirmaron tener registros nacionales para el tratamiento 
de las personas venezolanas afectadas por el COVID-19, 
incluyendo pruebas, consultas y hospitalización. 

Cinco (5/10) países175 organizaron sesiones de formación 
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para el personal de salud desarrolladas con el objetivo de 
contextualizar y sensibilizar sobre el entorno y las necesidades 
de la población venezolana. Estas actividades incluyeron 
la formación en línea para el personal de salud sobre los 
derechos humanos en el contexto de la movilidad humana, 
la elaboración de directrices para garantizar el derecho a la 
salud a las personas desplazadas, independientemente de su 
situación migratoria, y la formación sobre la sensibilización 
en la atención de la salud para la población migrante. 
Dos (2/10) países176 desarrollaron campañas dirigidas al 
personal sanitario para combatir el racismo, la xenofobia y 
la discriminación en el entorno hospitalario.

Considerando el impacto de la pandemia en el calendario 
convencional de vacunación para niñas, niños y adolescentes, 
siete (7/10) países177 mencionaron que el impacto de 
la pandemia no influyó en los programas regulares de 
vacunación para niñas y niños, y cuatro (4/10)178 países 
continuaron realizando campañas de sensibilización sobre el 
VIH y la tuberculosis en medio de la pandemia. Los estados 
miembros afirmaron que los retrasos observados no eran 
específicos de la población migrante y refugiada venezolana, 
sino que eran percibidos por toda la comunidad de acogida.

6.3 TALLER DEL EJE TEMÁTICO 
COVID-19 EN EL PROCESO DE QUITO

Más allá del alcance de la información obtenida en el 
cuestionario, es importante mencionar las buenas prácticas 
compartidas en el taller del eje temático COVID-19. Los 
Estados miembros del Proceso de Quito, a través de sus 
puntos focales, se reunieron virtualmente el 3 de septiembre 
de 2020, durante el Capítulo de Santiago, y compartieron 
las decisiones adoptadas en la contratación de trabajadores 
de primera línea para la pandemia de COVID-19. Argentina, 
por ejemplo, autorizó de manera excepcional y temporal 
la contratación y el ejercicio de profesionales y técnicos de 
la salud calificados en el extranjero, cuyos títulos no fueron 
revalidados o autorizados en el país previamente. 

Durante el Capítulo de Lima, los Estados miembros se 
reunieron virtualmente el 4 de abril de 2021 y en el Capítulo 
de Brasilia, los Estados miembros se reunieron virtualmente 
el 3 de mayo de 2022 para una mesa redonda que trató 
sobre las buenas prácticas, los avances regionales y planteó 
las intenciones de la Declaración Conjunta. 

Los representantes de Brasil mencionaron que el plan 

176	 Argentina y Colombia.
177	 Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Guyana, México, Uruguay.
178	 Argentina, Colombia, México y Uruguay.
179	 Perú 2020.

nacional de vacunación daba prioridad a los grupos en 
riesgo de agravamiento y muerte por COVID-19, como 
la edad superior a 60 años, la diabetes, la enfermedad 
pulmonar obstructiva crónica (EPOC), la enfermedad renal, 
las enfermedades cardiovasculares y cerebrovasculares; la 
hipertensión arterial grave, los receptores de trasplantes de 
órganos sólidos, la anemia falciforme, el cáncer y la obesidad 
mórbida. El plan de vacunación brasileño también incluyó 
varios grupos de alta vulnerabilidad social como prioritarios 
para vacunación, como la población indígena y las personas 
sin hogar. Esta acción garantizó el acceso a la vacunación 
a un gran número de personas migrantes y refugiadas 
venezolanas, considerando que una parte importante de la 
población indígena Warao de Venezuela vive en Brasil, y 
considerando igualmente a la población migrante y refugiada 
venezolana sin hogar y a la que vive en albergues. Brasil 
también incluyó la cuarta dosis para grupos vulnerables. 

Los representantes de Perú destacaron que el país ha puesto 
en práctica varios parámetros dentro del marco normativo 
para garantizar el acceso a los servicios de salud de todas 
las personas migrantes a través de la afiliación gratuita al 
sistema nacional de aseguramiento. A través de un decreto 
nacional179 y reconociendo que las personas migrantes, y 
más concretamente venezolanas, se encuentran en situación 
de vulnerabilidad, la normativa orienta al seguro nacional a 
facilitar el ingreso al sistema de salud pública. Asimismo, el 
representante del estado miembro compartió que el país 
creó un modelo de Atención a la Salud Mental y Apoyo 
Psicosocial (MHPSS) siguiendo el Capítulo de Lima del 
Proceso de Quito, que promueve la atención a las personas 
con problemas de salud mental y proporciona atención a la 
salud mental de los sobrevivientes, trabajadores de primera 
línea y personas que han perdido familiares durante la 
pandemia del COVID-19. El país también creó un programa 
específico de MHPSS para niñas, niños y adolescentes que 
quedaron huérfanos a causa de la pandemia de COVID-19. 

Del mismo modo, los representantes de los estados 
miembros de Colombia compartieron que el plan nacional 
de vacunación del país adoptó estrategias específicas en 
relación con las personas en situación irregular; en primer 
lugar, mediante el mapeo de las personas con documentos 
que no eran válidos a través de un censo nacional y, sobre 
la base de estos resultados, los gobiernos locales y los 
municipios vacunaron a la población. Colombia también 
compartió que la anterior política nacional del MHPSS, 
dedicada a la prevención y atención del consumo de 
sustancias psicoactivas, se amplió para incluir las acciones y 
programas de COVID-19 durante la pandemia. 

37



Acceso a los Servicios de Salud para Personas Migrantes y Refugiadas de Venezuela en los Estados Miembros del Proceso de Quito durante la Pandemia COVID-19.

La Organización Panamericana de la Salud (OPS) presentó 
diversas buenas prácticas relacionadas con la vacunación 
contra el COVID-19 en la región, tales como la inclusión de 
personas migrantes y refugiadas como grupos prioritarios 
en el calendario nacional de vacunación; la implementación 
de personal de salud móvil para inocular a las personas 
migrantes y refugiadas y a otras poblaciones vulnerables 
en áreas remotas donde no hay servicios de salud 
primaria; la suspensión de la exigencia de cualquier tipo de 
documentación para vacunar; la separación completa de 
los servicios de migración de los servicios de vacunación; 

inclusión de la variable “nacionalidad” en el registro para 
la vacunación; garantía de la gratuidad de la vacunación 
para todos, incluyendo personas migrantes, refugiadas y 
solicitantes de asilo, independientemente de su estatus; 
diseño de estrategias para inocular a las personas migrantes 
y refugiadas en tránsito y garantizar la vacunación de 
segundas y terceras dosis en las comunidades de acogida; 
campañas de sensibilización con un lenguaje apropiado y 
comunicación intercultural; adopción de medidas contra la 
xenofobia en los servicios de salud. 

© OIM Perú 2022

Atención en PAO's en Tumbes, Perú.
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7. CONCLUSIÓN

180	 Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 2009.
181	 Ibídem.

El desplazamiento masivo de personas migrantes y refugiadas 
venezolanas hacia los países de América Latina y el Caribe 
suscitó un debate, no sólo sobre la cooperación regional, 
sino también sobre la protección de los derechos humanos. 
En la historia reciente, jamás fue tan visible la importancia 
y la urgencia de la discusión sobre el acceso a la salud de 
personas migrantes y refugiadas. Durante la pandemia 
del COVID-19, se agudizaron las fragilidades existentes 
y se introdujeron nuevos desafíos para las poblaciones 
vulnerables, entre ellas el grupo de personas desplazadas 
de Venezuela. 

Es importante destacar que, si bien en este estudio se 
presta especial atención a la población migrante y refugiada 
venezolana, la mayoría de las políticas relacionadas con 
la salud se aplican a migrantes y refugiados de todas las 
nacionalidades, es decir, ser ciudadano venezolano no es 
determinante para facilitar u obstaculizar el acceso a los 
sistemas de salud. Es importante destacar que, aunque 
se preste una atención particular a la población migrante 
y refugiada venezolana en este estudio, la mayoría de las 
políticas relacionadas con la salud se aplican a las personas 
migrantes y refugiadas de todas las nacionalidades, es 
decir, el hecho de ser de nacionalidad venezolana no es un 
factor determinante para facilitar o dificultar el acceso a los 
sistemas de salud. Pero más bien, la afluencia de personas 
venezolanas en los países instó a debatir las necesidades 
de protección y a facilitar la regularización de la población 
migrante y refugiada al tiempo que se hace frente a la 
pandemia. La atención a estos mecanismos de protección 
de personas migrantes y refugiadas también aseguraba el 
acceso a los derechos fundamentales, y con ello garantizaba 
el derecho a la salud.

La falta de documentación impacta en la integración local 
de las personas migrantes y refugiadas venezolanas y 
aumenta las barreras de acceso a los servicios, haciendo 
que la accesibilidad a sus derechos sea prácticamente un 
desafío diario en los países de acogida. Como un gran 
número de personas desplazadas venezolanas suelen 
viajar por la región, su integración y el sentimiento de 
seguridad y no discriminación también repercutirían en 
sus motivos para abandonar los países o en su decisión de 
permanecer en ellos. Por lo tanto, la facilitación regional 
de la regularización migratoria y las acciones contra la 
xenofobia y la discriminación son esenciales para su 
integración y para promover una migración segura y 
ordenada.

Para considerar plenamente la protección de las personas 
migrantes y refugiadas, es imperativo reconocer que el 
derecho a la salud es indispensable para el ejercicio de otros 
derechos humanos. El derecho a la salud se incluye en el 
centro de los derechos fundamentales, que representan la 
salvaguarda mínima de la dignidad humana de las personas 
en los flujos migratorios y se incluye el principio de no 
discriminación. Las barreras y restricciones al ejercicio del 
derecho a la salud de las personas migrantes y refugiadas, 
incluidas las irregulares, exponen a la población a diversos 
riesgos sanitarios, al tiempo que crean y amplifican las 
desigualdades sanitarias y las disparidades socioeconómicas. 
Por lo tanto, los tratados internacionales de derechos 
humanos y la adopción de éstos en las legislaciones y leyes 
nacionales son un paso importante para la protección de la 
población desplazada. 

Sin embargo, la mayoría de estas legislaciones nacionales 
no incluyen expresamente el derecho a la salud, incluso 
cuando el acceso universal a la salud está contemplado 
en las constituciones de los países.180 Aunque los Estados 
no pueden negar a las personas migrantes y refugiadas 
el acceso a los servicios de salud pública, la capacidad de 
garantizar el derecho a la salud depende de las políticas 
sanitarias establecidas por cada país.181 Los Estados con 
frecuencia no especifican el derecho a la salud o la modalidad 
de acceso para las personas migrantes y refugiadas en 
las normas y legislaciones nacionales, especialmente para 
las que se encuentran en situación irregular. Las políticas, 
o la falta de ellas, suelen crear múltiples obstáculos para 
acceder a los servicios de salud; los derechos y los servicios 
de salud disponibles a menudo no son claros para las 
personas migrantes y refugiadas, y por otra parte, el miedo 
a acudir a los centros de salud públicos y a enfrentarse 
a la deportación dificulta que las personas migrantes y 
refugiadas venezolanas acudan a los servicios de salud. 
Además, una situación migratoria irregular puede conducir 
a una cadena de violaciones de derechos y desigualdades 
en materia de salud; las barreras de acceso a los servicios 
básicos también incrementan los riesgos para la salud de 
las personas migrantes y solicitantes de asilo. Para cambiar 
completamente el paradigma de la garantía del derecho a 
la salud como derecho humano fundamental, es imperativo 
disociar la condición migratoria del acceso a la salud. Las 
políticas públicas que adoptan esta perspectiva avanzan 
hacia un ecosistema de garantía de derechos y abordan 
plenamente la integración de la población migrante y 
refugiada.
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La pandemia COVID-19 es ejemplo de la evidente necesidad 
de abordar las cuestiones sanitarias considerando los 
aspectos socioeconómicos (los determinantes subyacentes 
de la salud), subrayando la interrelación de los derechos 
humanos y destacando la implicación de las políticas 
migratorias en momentos de crisis sanitaria mundial. 
En consecuencia, las políticas migratorias que facilitan la 
regularización son una estrategia central para responder a las 
crisis, como la pandemia del COVID-19. Como se inició en 
el Proceso de Quito, el tema de la regularización migratoria 
vuelve a ser central para discutir la amplia garantía y acceso 
a los derechos humanos.

Por otra parte, es importante señalar que los estados 
miembros del Proceso de Quito avanzaron juntos 
hacia los compromisos firmados en las Declaraciones 
Conjuntas de Santiago y Lima, especialmente para incluir 
a las personas migrantes y refugiadas de Venezuela en los 
planes nacionales de vacunación, incluyendo acciones para 
prevenir y proteger a las poblaciones vulnerables e indígenas 
en las zonas fronterizas, aunque con diferentes plazos de 
implementación.

Durante la pandemia, se produjo un amplio impacto en 
el acceso a la atención de salud para todas las personas, 
incluidas migrantes y refugiadas. Como se vio en las 
respuestas proporcionadas por los diez estados miembros 
del Proceso de Quito, para responder rápidamente a las 
necesidades sanitarias generalizadas de la pandemia de 
COVID-19 y para evitar una mayor catástrofe, los países 
crearon decisiones ad hoc para facilitar la regularización 
o levantaron las barreras sobre el estatus migratorio y el 
requisito de identificación a fin de garantizar el derecho a la 
salud. Mientras tanto, los que ya garantizaban estos servicios 
a través de sus sistemas nacionales de salud, no debieron 
adaptar sus políticas, pero sí tuvieron que adoptar medidas 
para asegurar el acceso adecuado a los servicios de salud. 

A partir de las respuestas de los diez estados miembros del 
Proceso de Quito al cuestionario, es posible observar que 
antes de la pandemia, el acceso a la salud de las personas 
migrantes y refugiadas de Venezuela seguía una tendencia 
similar en toda la región; garantizando el acceso a la atención 
de emergencia y a la vacunación, independientemente 
del estatus migratorio. Se pudo observar, a través de las 
respuestas de los países, que la mayoría de los estados de 
la región incluyeron a las personas migrantes, refugiadas y 
solicitantes de asilo, independientemente de su condición 
migratoria, en sus estrategias de salud, incluyendo la 
atención de emergencia, primaria, especializada y de alta 
complejidad. Lo mismo sucede en su acceso a la atención 
de salud mental y a los servicios de apoyo psicosocial, a la 
vacunación y a las estrategias de salud sexual y reproductiva. 
En numerosos países, estos servicios son gratuitos para 
todas las personas, tanto para la población de acogida como 

para la de migrantes y refugiados. Es importante destacar 
que todos los países encuestados declararon que se puede 
acceder a la atención de emergencia independientemente 
de la situación migratoria y la mayoría de los países se 
comprometen a la atención primaria de salud universal, que 
son pasos esenciales para proteger los derechos humanos y 
garantizar el derecho a la salud.

Por otro lado, el acceso a la atención de salud primaria, 
secundaria y terciaria en algunos países depende de la 
filiación al seguro médico. La mayoría de las personas 
migrantes, principalmente las que se encuentran en 
situación irregular, y las solicitantes de asilo suelen carecer 
de seguro por falta de documentos o de conocimiento de 
los sistemas de salud locales. En este caso, las personas 
migrantes y refugiadas pueden depender en gran medida 
de la atención de urgencia, lo que puede saturar y añadir 
una carga a las unidades sanitarias locales. Por tanto, las 
estrategias de prevención siguen siendo un desafío, pero 
también una oportunidad en la región. Es importante que 
los países en los que el seguro médico es obligatorio creen 
estrategias para eliminar las barreras para las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas, especialmente las que 
se encuentran en una situación de vulnerabilidad añadida. Es 
esencial eliminar los requisitos, como el empleo formal o las 
costosas cuotas, para proporcionar un seguro de salud a las 
personas en situación irregular y a los solicitantes de asilo. 

Durante la pandemia de COVID-19, las políticas de los 
países progresaron de forma similar garantizando el acceso 
de las personas migrantes y refugiadas a la hospitalización, 
las pruebas y, especialmente, la vacunación. Por lo tanto, los 
estados miembros del Proceso de Quito lograron seguir varios 
compromisos internacionales para garantizar la inmunización 
contra las principales enfermedades infecciosas y contribuir 
a la prevención, tratamiento y control de las enfermedades 
epidémicas. Sin embargo, para ampliar y garantizar estos 
derechos es fundamental que los gobiernos emprendan 
acciones y políticas concretas que incluyan las necesidades 
y vulnerabilidades de las personas migrantes y refugiadas, al 
tiempo que garanticen efectivamente el derecho a la salud 
de todos en su territorio. Es crucial que la flexibilidad que 
los países han mostrado para abarcar el acceso a la salud de 
todas las personas migrantes y refugiadas durante la pandemia 
del COVID-19 se mantenga como una buena práctica a 
aplicar en próximas crisis (por ejemplo en inundaciones, 
deslizamientos, etc.) que puedan afectar a la población local y 
a las personas migrantes y refugiadas en la región de América 
Latina y el Caribe. Otro desafío para la región es mantener las 
medidas adoptadas durante la pandemia para garantizar que 
las personas migrantes y refugiadas, independientemente de 
su situación migratoria, tengan acceso a la salud y se evite el 
retroceso del derecho a la salud.

La respuesta humanitaria de los estados miembros es 
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esencial, y se lograron avances significativos a través de la 
regularización de las personas migrantes y solicitantes de 
asilo para incorporar el derecho a la salud, especialmente 
durante la pandemia. Sin embargo, es necesario un proyecto 
de desarrollo a medio plazo que cree las condiciones que 
garanticen un mayor acceso a la salud de las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas. La creación de políticas 
públicas sólidas y efectivas debe estar centrada en los derechos 
humanos, basarse en la evidencia y apoyarse en datos 
relevantes. Es imperativo ampliar la buena práctica de algunos 
países sobre la recopilación de datos relativos a los servicios 
de salud a los que accede la población migrante y refugiada 
venezolana, asegurándose que los datos estén desagregados 
y especifiquen la nacionalidad y el período de entrada al país 
(para determinar qué migrantes están relacionados con el 
desplazamiento reciente). Otra buena práctica observada 
es la creación de estructuras de gobierno, dentro de los 
Ministerios de Salud, dedicadas a las necesidades de salud 
de los migrantes y refugiados. La creación de estos sectores 
no implica la separación de los servicios para las personas 
migrantes y refugiadas de la población de acogida, sino la 
inclusión de éstas en las políticas y programas nacionales de 
salud, con atención a las particularidades de la población. Las 
demandas en materia de salud de las personas migrantes 
y refugiadas son multidimensionales y están relacionadas 
con cuestiones de otros ámbitos, como la asistencia 
social, el trabajo y la educación. El trabajo intersectorial, 
alineando demandas y acciones entre departamentos, 
asegura la coherencia y complementariedad en las políticas 
migratorias. En este sentido, es indispensable que el Proceso 
de Quito avance en su debate y en sus agendas para incluir 
oportunidades de desarrollo en lo sucesivo, que beneficien 
no sólo a las comunidades de migrantes y refugiados, sino 
que impulsen el desarrollo del país de acogida.

182	 Planificación y Supuestos 2022.
183	 RMRP 2022.

Para 2022, se espera que se presenten otros desafíos 
relacionados con el COVID-19, como la disminución 
del efecto de las vacunas a lo largo del tiempo y la 
probabilidad de que se descubran nuevas variantes. En 
cuanto a la movilidad humana, se espera que aumenten 
los desplazamientos en la región de América Latina y 
el Caribe de las personas migrantes y refugiadas que 
salen de Venezuela.182 Por consiguiente, se insta a los 
gobiernos a que continúen incluyendo a las personas 
migrantes y refugiadas, especialmente las procedentes 
de Venezuela, a pesar de su situación migratoria, como 
prioridades en su respuesta al COVID-19.183 También 
es importante mantener a las personas migrantes y 
refugiadas en los programas de vacunación y tratamiento 
sin discriminación y dar prioridad a quienes tienen mayor 
riesgo de contraer COVID-19.

Pese a que la pandemia del COVID-19 expuso las 
fragilidades y añadió nuevos desafíos a quienes ya se 
encontraban en situación de vulnerabilidad, como 
la población migrante y refugiada venezolana, hubo 
ejemplos alentadores de progreso en la región, como se 
vio en la respuesta de países al estudio. De igual forma, 
las mesas de diálogo y los compromisos entre países, 
como los observados en el Proceso de Quito, fueron 
esenciales para enfrentar la crisis sanitaria en medio 
del desplazamiento de la población venezolana, para 
mantener los compromisos entre países con su población 
migrante y refugiada. Las lecciones aprendidas a nivel 
regional, y a través del Proceso de Quito, muestran un 
camino que puede ser utilizado nuevamente en caso de 
surgir otra crisis, sanitaria o de otro tipo.

En la siguiente sesión se enumeran las principales buenas 
prácticas en la región, observadas durante este estudio 
y replicadas a partir de la presentación de la OPS en el 
Proceso de Quito, y otras estrategias que deberían 
desarrollarse para contribuir a garantizar el derecho a la 
salud de las personas migrantes y refugiadas, principalmente 
de Venezuela, en la región.
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Buenas prácticas observadas en la 
región:184

	• Servicios de salud universales y gratuitos para todos, 
incluyendo a las personas migrantes y refugiadas, 
independientemente de su estatus migratorio;

	• Creación de un departamento específico o de estructuras 
de gobierno en el Ministerio de Salud para gestionar la 
salud y la migración;

	• Promoción de una planilla de profesionales de la salud 
que considere a las personas migrantes, desarrollo de 
capacidades para el personal de salud, centrado en las 
necesidades sociales y de salud de las personas migrantes 
y refugiadas;

	• Recopilación de datos sobre los servicios de salud 
utilizados por las personas migrantes y refugiadas;

	• Contratación de personal de salud extranjero para 
trabajar en primera línea durante el COVID-19;

	• Desarrollo de campañas centradas en la lucha contra la 
xenofobia, el racismo y otras formas de discriminación;

	• Reconocimiento de las personas migrantes y refugiadas 
venezolanas como población potencialmente vulnerable, 
garantizando su inclusión en las políticas públicas 
sociales y sanitarias, incluso para la vacunación contra la 
COVID-19;

	• Compromiso del Estado de afrontar la afluencia 
venezolana mediante una respuesta regional e 
intersectorial coordinada, centrada en el fortalecimiento 
de las necesidades de protección de las personas 
migrantes y refugiadas venezolanas, su acceso a los 
servicios y su integración, como el Proceso de Quito y 
la plataforma R4V. 

184	 Los criterios establecidos para una “buena práctica” son acciones que promueven y mejoran el acceso a los servicios de salud para las personas migrantes 
y refugiadas venezolanas, atendiendo a sus vulnerabilidades específicas y considerando el contexto nacional y las políticas actuales vigentes. 

Recomendaciones para su expansión en la 
región:
	• Facilitar los mecanismos regulares de ingreso y la 

regularización migratoria de la población venezolana 
desplazada en la región; 

	• Asegurar que el acceso a la salud esté completamente 
desvinculado de las instancias migratorias, como una 
cuestión de derechos humanos fundamentales; 

	• Reforzar las alianzas entre el gobierno y la sociedad 
civil centradas en la salud de las personas migrantes y 
refugiadas;

	• Asegurar que las buenas medidas adoptadas como 
consecuencia del COVID-19 para reforzar la inclusión 
de las personas migrantes y refugiadas en la atención de 
salud se mantengan;

	• Garantizar la flexibilidad de los países para integrar a las 
personas migrantes y refugiadas en sus legislaciones en 
las próximas emergencias humanitarias de la región;

	• Inclusión de las personas migrantes y refugiadas en los 
programas nacionales de salud preventiva, no sólo como 
población objetivo, sino incluyendo su perspectiva en el 
diseño de estrategias, políticas y planes de salud;

	• Atención a las personas migrantes y refugiadas en grupos 
de vulnerabilidad y considerar la interseccionalidad de 
estos para la creación de políticas públicas, especialmente 
las relacionadas con el acceso a la salud;

	• Desarrollar estrategias de salud y apoyo psicosocial 
dirigidas a las principales necesidades de la población 
desplazada con una adecuada competencia intercultural, 
lingüística y comunicativa, incluyendo las especificidades 
para los grupos indígenas venezolanos;

	• Asegurar que los datos sobre las personas migrantes 
y refugiadas estén desglosados (e incluir la información 
para discernir entre migrantes que han permanecido en 
el país por un tiempo prolongado y los afectados por 
los desplazamientos masivos). Los datos deben estar 
disponibles públicamente y utilizarse para crear políticas;

	• Desarrollar estrategias para asesorar a las personas 
migrantes y refugiadas sobre la forma de acceder a 
la atención de salud y lo que pueden esperar de los 
servicios de salud en el país, creando estrategias de 
acercamiento y vías de salud seguras para las personas 
migrantes y refugiadas.
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